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1. CONTEXTO ACTUAL
Dra. Liliana Iñiguez

1.1. El nuevo siglo presentó desafíos.
Me gustaría introducir este trabajo recordando estas palabras… 
Enfrentamos la crisis más grave de nuestra historia de vida. 
Debemos hacer estrategias globales invitando a todos los países, tanto ricos como emergentes, todos son importantes porque necesitamos ideas. 
Estamos afrontando el riesgo de tener una generación perdida. 
Los índices de desempleo, que ya están en cifras siderales, van a aumentar si se hacen los planes de ajuste necesarios para superar los déficits. 
Si los Estados aumentan sus déficits para ayudar a salir de la recesión, ésto puede tener efectos aún más perniciosos. Pero si no intervienen, puede que no salgan de la recesión. 
No sabemos bien qué hacer. Hay ideas opuestas y repartidas. 
Pero estamos seguros de que hasta que no se implemente un paquete de medidas uniformes y de largo plazo, comprensivas de toda la problemática que enfrentamos, no saldremos de la crisis. No sabemos sí debemos implementar tales medidas o no, por sus efectos sobre la recuperación. No sabemos qué índices de endeudamiento son adecuados para los países. Enfrentamos un mundo en el que no sabemos si los ciudadanos están dispuestos a pagar impuestos por lo que reciben de los Estados. Es urgente luchar contra la corrupción de Estado y desde el Estado.
Para afrontar la crisis con su desempleo……. y sus consecuencias, debemos repensar las Finanzas Públicas y los Sistemas Tributarios del siglo XXI. Estas palabras parecen de gran actualidad, sin embargo, fueron las pronunciadas por Jeffrey Owens y Manuel Tron en oportunidad de realizarse el Congreso anual de la International Fiscal Association en Setiembre del 2011, casi una década atrás. Se referían por supuesto a la devastadora crisis económica y financiera que estalló en 2008 y que golpeó con inusitada fuerza a los estados en 2009. Después de transcurridos todos estos años desde el comienzo de la crisis muchas de las dudas de los oradores quedaron aclaradas y muchas políticas de cambio implementadas. 
Transitamos esta década de modo eficiente de forma tal que, finalmente, el mundo estaba viendo señales de recuperación. Los Estados implementaron una serie de medidas como respuesta a esas grandes incógnitas, se, resucitó una organización que había perdido su funcionalidad, el G-20, que incluía a países pobres, junto a los países más ricos del mundo. En aquel momento, el G-20 tomó un rol importantísimo como coordinador de estos veinte países que permitieron que la crisis de 2008 no fuera tan demoledora. Fue devastadora, sí, y todavía hoy estamos pagando las consecuencias en términos de dolor humano, sacrificios y costos. Pero fue menos de lo que hubiera sido sin aquella coordinación internacional. 
Estaban en ese momento liderando el mundo y la economía políticos y pensadores, como Barack Obama, Ben Bernanke y Larry Summers. 
En países como Argentina, la crisis dejó déficits fiscales que resultaron difícilmente superables en los años que siguieron y que se arrastraron, con breves intervalos, hasta nuestros días. Para superarlos se hizo necesario acudir a un endeudamiento feroz, así como a niveles importantes de emisión. Todo ello contribuyó a un debilitamiento inusitado de nuestra economía.
1.2. La nueva crisis global causada por el COVID 19
La crisis actual producida por el COVID 19, hizo que la crisis a la que me referí en párrafos precedentes palideciera. En palabras de Jeffrey Sachs, hoy no estamos enfrentando la crisis más profunda de nuestra historia de vida, sino que podemos estar enfrentando la crisis política, social y económica, además de sanitaria, más profunda que vivió la humanidad en los tiempos contemporáneos, esto es desde 1789.
 El cuadro siguiente ilustra la caída de la actividad en el primer trimestre de 2020. 
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Como pueden apreciar, la caída de actividad, supera ampliamente a la de 2009. Las condiciones del mercado laboral se deterioraron considerablemente, el desempleo aumentó de forma alarmante. Tanto en pérdidas de empleo como en reducción de horas de trabajo. En Estados Unidos, la tasa de desempleo subió a un promedio del 14% en abril y mayo, el más grande desde la Gran Depresión. En muchas economías los Estados ayudaron a limitar el aumento del desempleo, particularmente para empleados con contratos permanentes. En Europa, entre el 20 y el 30% de la fuerza laboral del sector privado fue sostenido por los Estados.
En Argentina, a través del programa de Asistencia de Emergencia al Trabajo (ATP), el Estado ha subsidiado el 50% de los salarios de más de 2 millones de trabajadores en compañías privadas. En total, el ATP cuenta con un presupuesto equivalente a unos 1190 millones de dólares. El Estado también creó un fondo equivalente a 730 millones de dólares para facilitar el acceso a créditos bancarios para las Pymes. Ante la imposibilidad de acceder a financiación externa, el Gobierno ha tenido que recurrir a emisión para poder brindar esta ayuda, de este modo financia la mitad del gasto público estatal con emisión monetaria.
En Japón, por ejemplo, se dieron marcadores menos impactantes, que reflejan diferencias en el tiempo y en la extensión de los lockdowns. El comercio mundial se contrajo muy agudamente con un volumen de bienes y servicios con pérdidas estimadas de casi el 4% en los primeros 3 meses del 2020. En la mayoría de los países los gobiernos y las autoridades monetarias reaccionaron remarcablemente rápido, previniendo un gigantesco colapso económico y financiero. Las previsiones sobre la economía son excepcionalmente inciertas. Dependerá de la evolución de la pandemia, de las estrategias de salida de los lockdowns y de la extensión de las políticas de sostén para los sectores vulnerables y los trabajadores.
Sin embargo, la recuperación puede ser dudosa y puede interrumpirse por otro outbreak de coronavirus. Reflejando este inusual grado de incertidumbre, la OCDE presenta dos escenarios para cada país del G7. Un escenario en el cual ocurre una segunda ola en todas las economías hacia el final de este año y un escenario alternativo donde la segunda ola se evita. Si hubiera una segunda ola, el producto bruto global se proyecta con un declive del 7.6% para este año y sigue por debajo de los niveles pre-crisis en el 2021. En el escenario donde se evita la segunda ola, se proyecta una declinación del 6% para este año, pero la recuperación vendría hacia fines del 2021. 
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Aún en este buen escenario en muchas economías avanzadas se pierde el equivalente a 5 años o más de crecimiento per cápita real. Todas las medidas de sostén se están haciendo con enorme impacto en los déficits fiscales, financiados con deuda y en el caso de nuestro país con enorme emisión monetaria.
1.3. Con qué salud llegaron los Estados a la crisis de 2020
1.3.1. Crecimiento del Producto Bruto interno
 En el siguiente cuadro observamos cómo, mientras en el resto de los países se mantenía en crecimiento, aunque en general menor que en el 2018, en Argentina se produce un desplome del PBI, siendo junto con México, los únicos países en estas condiciones dentro de los cuarenta y tres expuestos. 
Desde la perspectiva del crecimiento Argentina llega débil a la actual crisis. Si bien el 2019 no fue un gran año para el crecimiento mundial, por razones que comentaremos seguidamente, muchos países pudieron sostenerlo.
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1.3.2. Inversiones en Activo Fijo
 En el 2019 se vivía un clima de tensiones comerciales, incertidumbre política y poca confianza, lo que motivó un descenso en las inversiones de capital fijo. La inversión total en el área de la OCDE fue de 1.4% el año 2019, comparado con el 2.4% en el año 2018. Después de una década de inversión débil, este ratio sigue siendo más débil de lo que resultaría necesario para lograr el crecimiento del stock de capital productivo y llevarlo a niveles pre-crisis. Esto limita las proyecciones de crecimiento de la productividad. Los factores de largo plazo que impidieron el crecimiento de la inversión en 2019 son, entre otros, bajas expectativas de crecimiento futuro y falta de dinamismo de la economía.
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Como se expone en el cuadro, Argentina es el país con más bajo índice de inversión en capital fijo, dentro del grupo de cuarenta y tres países analizados. Argentina llega a la crisis 2020 con un fuerte deterioro de su Producto Bruto Interno y con muy bajos índices de inversión. La actual crisis va a producir un freno aún mayor a ambos indicadores. Esto nos permite predecir que, si bien para la mayoría de los países la salida se presenta como un enorme desafío, para Argentina sea tal vez el desafío más grande de su historia. 
Las herramientas utilizadas en el pasado para estimular el crecimiento y su precedente necesario, la inversión, pueden no resultar suficientes frente al colosal tamaño de esta crisis, lo que nos permite pensar que hoy más que nunca debemos mirar a esta crisis como la gran oportunidad de producir el cambio. 
Como dijo el economista Premio Nobel de la Paz, Muhammad Yunus “Deberíamos prepararnos para lograr que el Covid-19 sea recordado, no por las muertes y la destrucción que causó, sino porque generó la oportunidad para cambiar al mundo”. 
En este trabajo aspiramos simplemente a inspirar el cambio en el sistema tributario argentino.
1.4. Las medidas tributarias adoptadas para superar la crisis financiera global.
Mirar al pasado y a las recetas aplicadas con éxito sirve, pero sólo para aprender de la experiencia e impulsar la generación de ideas nuevas que nos permitan evitar lo que hoy parece inexorable.
Los sistemas tributarios a comienzos del siglo XXI carecían de eficiencia y de equidad. Razón por la cual, algunos Estados introdujeron reformas intentando aumentar ambos principios en sus sistemas impositivos. Había una clara percepción por parte de la sociedad de que algunas personas y sociedades conseguían evitar el pago de impuestos o desplazar sus beneficios de un lugar a otro gracias a su movilidad internacional, esto significaba que la carga tributaria estaba distribuida de manera menos igualitaria y eficiente que en décadas anteriores y fue el determinante de la no aceptación de los sistemas tributarios por parte de la población y del cuestionamiento de la existencia de equidad.
Se produjeron en la mayoría de las ciudades europeas manifestaciones en contra de los sistemas tributarios y un llamado general a la rebelión fiscal. Thomas Piketty ([endnoteRef:1]) destaca “…el principio mínimo de equidad horizontal, fundamento esencial del consentimiento al impuesto, sin el cual no puede existir un impuesto justo y aceptado por todos, no es respetado en el sistema actual” y hace a continuación un fuerte llamado a ampliar las bases, terminando con las exenciones, “a igual renta, igual impuesto”. Propone una refundación del impuesto a la renta. [1: () LANDAIS, Camille, PIKETTY, Thomas y SAEZ Emmanuel en “Pour une révolution fiscale - La Republique des idées” (2011), pag 8.] 

La crisis obligó a los Estados además de reformar los sistemas tratando de encontrar la equidad y la eficiencia perdidas, a imponer nuevas cargas como los impuestos a las transacciones financieras, a las grandes superficies, a los depósitos bancarios, a la adquisición de dispositivos electrónicos, a la economía digital, para así aumentar la recaudación y hacer frente en parte al aumento del gasto provocado por la crisis y a la disminución del ingreso provocado por la recesión. 
Sin embargo, a pesar de las reformas y de los nuevos tributos, la recesión afectó con tal intensidad que volvió a ponerse en cuestión la viabilidad del Estado de Bienestar, que exige por parte de éste una amplia cobertura de las necesidades sociales. El correlato del Estado de Bienestar es un elevado nivel de presión tributaria y la sociedad sentía que ésta ya estaba en límites inaceptables. 
En este marco, en el Reino Unido se elaboró un estudio que fue uno de los más ambiciosas acometidos en materia tributaria por una institución privada, el Instituto de Estudios Fiscales (Institute for Fiscal Studies). Para elaborar este informe la institución nombró un comité formado por nueve expertos de gran prestigio en temas impositivos, presidido por el premio Nobel de Economía y padre de la Teoría de la Imposición Optima Sir James Mirrlees. 
Este estudio fue conocido como Informe Mirrlees. Sus consejos básicos para los sistemas tributarios son: -) adaptación a la sociedad y población en la que opera, -) simplicidad, -) neutralidad y que cualquiera que sea el nivel total de imposición y gasto público, el Gobierno debe procurar que el sistema fiscal sea diseñado para causar el menor daño posible al potencial productivo de la economía y que el sistema fiscal sea percibido como justo por la sociedad. 
Se hicieron reformas en distintos países siguiendo las recomendaciones del Informe que sugerían entre otros muchos cambios, reducir alícuotas y ampliar las bases. Analizando informes de la OCDE en tal sentido, un 35% de los países miembros redujeron sus alícuotas en los años posteriores al informe. Grandes reformas como la inspirada en el informe Lagares en España, siguen esos lineamientos, bajas de alícuotas, ensanchamiento de la base y premio a la inversión. Dentro de esos países, siguiendo la tendencia internacional, estuvo Argentina con la reforma de la Ley 27.430 de 2017, que reducía las alícuotas del impuesto a las ganancias y sobre los bienes personales. 
La llamada reforma Trump en Estados Unidos baja la alícuota del impuesto societario a 21%, más baja aún que la media aplicada por países de la OCDE.
 Veremos en los párrafos siguientes las propuestas de los dos grandes vectores de cambio en nuestra materia que se produjeron después del impacto de la crisis financiera global. El informe Mirrlees y la iniciativa BEPS. Reiteramos que ambos procuraron acercarles mayor recaudación a los Estados, a la vez que devolverles equidad y eficiencia a los sistemas tributarios.
1.4.1. El Informe Mirrlees
En el informe Mirrlees se destacan algunas características del contexto en que se desenvolvía la crisis que entendemos continúan siendo aplicables al momento actual. Fuerte presión a la que serán sometidos los sistemas impositivos, esto implica un importante aumento en el gasto de emergencia; creciente aumento de la desigualdad en la distribución de la renta, cosa que pone a prueba el impacto redistributivo de los sistemas tributarios; los enormes cambios estructurales y la globalización que complican a las administraciones tributarias y alteran la incidencia de los impuestos; la fuerte interacción existente entre la actividad económica y la política fiscal, la reciente crisis ha evidenciado la fuerte sensibilidad de los ingresos por impuestos ante los cambios en la situación económica. 
Teniendo todo esto en cuenta comentamos algunas propuestas del informe que entendemos serían de aplicación necesaria en Argentina y que se vinculan a los temas analizados en este trabajo:
1) Bajar los tipos impositivos. 
2) Eliminar exenciones. Ampliar las bases aminora el impacto de la baja de alícuotas y atrae inversión.
3) Igualar al capital propio con el de terceros permitiendo una deducción presunta (Allowance for Corporate Equity-ACE). La idea básica es proporcionar una deducción explícita del costo de oportunidad de usar fondos de los accionistas para financiar las operaciones de la sociedad. 
4) Cuidar y alentar la inversión permitiendo la recuperación del costo de los activos fijos actualizado, no sólo por inflación sino además no permitiendo que la amortización pierda valor respecto del costo económico del bien.
5) Estar alerta sobre el desincentivo que representa que el impuesto grave el efecto de la inflación sobre los resultados (aún tomando índices de inflación del 3,5% anual como es el caso del IPC en Gran Bretaña en 2011).
Todo esto sin perder de vista que para mejorar un sistema fiscal hay que ver el sistema en su conjunto y hay que diseñar el sistema con una clara comprensión de la población y de su economía.
1.4.2. El plan de acción BEPS de la OCDE.
La primera gran iniciativa que se generó a nivel global fue la propuesta de armonización de las normas tributarias de todos los componentes del G20. Con el propósito de que una tributación armónica y coherente permitiera aumentar los ingresos de los Estados y evitara las lagunas que causaban inequidad. La coherencia de un sistema tributario nacional parece obvia, sin embargo, dicha coherencia no existe a nivel internacional, dejando mucho espacio para la arbitrariedad y la evasión. 
Mediante el plan de acción BEPS se diseñaron nuevos estándares internacionales para asegurar la coherencia del IG sobre sociedades a nivel internacional. Las acciones puestas en marcha para evitar la erosión de la base imponible y el traslado de beneficios no podían tener éxito sin más transparencia, ni sin mayor certidumbre y predictibilidad sobre las acciones de planificación fiscal de las empresas. Resultaba esencial tener información específica completa y temporánea para permitir a los gobiernos identificar áreas de riesgo. 
Así la OCDE diseño 15 acciones específicas que constituyen el plan de acción y se clasifican según el objetivo que persiguen 1 Coherencia internacional del impuesto sobre sociedades, 2 Sustancia, 3 Transparencia. También se plantearon abordar el tema de la imposición a la economía global digital, cosa que está aún pendiente pero que el mencionado organismo se comprometió a tener implementado para 2021, tarea sobre la cual se han conocido avances en los últimos días. Esta imposición promete aportar entre 50 y 80 billones de dólares en impuesto a la renta, por año, a los Estados. 
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Este plan de acción fue recogido en la legislación argentina, quien siguió activamente el programa produciendo modificaciones legislativas. Argentina ha desarrollado una estrategia a partir de la presencia activa del Gobierno nacional en el grupo de los 20 en cuestiones vinculadas con la transparencia fiscal internacional. En virtud de ello extendió la red de acuerdos de intercambio de información y los fortaleció. Existen en el país datos disponibles sobre propiedad de empresas, cuentas bancarias, propiedad inmueble, todo ello en favor de la capacidad de fiscalización y disminuyendo las posibilidades de evasión, con el consiguiente incremento de su capacidad recaudatoria.
1.5. Observando el presente, pensando el futuro
Hemos visto que Argentina implementó las normas BEPS siguiendo los consensos de la OCDE, sin embargo, todavía no ha implementado reformas recogiendo los consejos de los informes que provocaron las grandes reformas de comienzos de siglo. 
Hay una pregunta que nos hacemos en estos días: Por qué muchos se quieren ir? … En gran medida entiendo, es por razones fiscales…., por lo tanto, algo estamos haciendo mal……
La crisis nos presenta la oportunidad de reconstruir y corregir lo que está mal.
El impuesto a las ganancias debería ser uno de nuestros objetivos. Sigue siendo uno de los pilares de la recaudación nacional.
Si observamos los indicadores de la OCDE, encontramos que hubo en los últimos años, una pronunciada reducción de alícuotas especialmente en los países del G7. El promedio de alícuota de la OCDE bajó de 32,2% en el año 2000 a 23,5% en el año 2020. También observamos que en muchos países se introdujeron rebajas de alícuotas para las Pymes, muy por debajo de la alícuota promedio OCDE. También se observa un número creciente de países con alícuotas por debajo del 20% estos eran sólo dos en dos en el año 2000 y ya son 11 en el año 2020. 
Muchos países de la OCDE han incrementado también la generosidad de sus incentivos fiscales corporativos, otorgando incentivos para estimular la inversión y la innovación. Estas medidas contribuyen a reducir las tasas marginales efectivas del impuesto. 
Hay una tendencia importante a aplicar incentivos a la inversión con depreciaciones aceleradas. 
Cuando la depreciación fiscal es generosa la tasa efectiva marginal del impuesto baja considerablemente respecto de la alícuota establecida en la ley y se reflejan efectos positivos en la actividad económica. 
Hay otras deducciones que se han incorporado, como la Allowance for Corporate Equity, bajando la tasa marginal efectiva, con efectos similares a los mencionados en el párrafo anterior. 
En Argentina gobierno tras gobierno, intenta con mayor o menor éxito, hacer un sistema que permita recaudar lo necesario para solventar el gasto público. Nuestra presión fiscal está entre las más altas de la OCDE, casi 30 puntos porcentuales del PBI, esto sin considerar el terrible peso de la inflación, más de 50% anual, que es el impuesto sin ley que toleramos mansamente en Argentina. Todo esto sumado, hace que el peso de nuestro sistema resulte intolerable. Podríamos imaginar que semejante sacrificio impuesto a los ciudadanos sirve para sostener el Estado de Bienestar más complaciente del planeta, pero eso tampoco es así. La devolución en servicios a los ciudadanos es bastante pobre y la actual crisis sanitaria lo esta poniendo más que en evidencia. 
En el cuadro siguiente mostramos la participación en el PBI de los recursos tributarios en distintos países
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Como vemos Argentina tiene una relación impuestos/PBI superior a Estados Unidos. Nuestra presión tributaria es cercana al 30 %, la media de la OCDE es del 34%. Sólo superan esta media los países con Estados de Bienestar como Francia, Dinamarca, Suecia y Bélgica entre otros.
Cuando analizamos todos estos factores en su conjunto tenemos parte de la explicación de porque muchos se quieren ir…
El grafico siguiente muestra la evolución del PBI per cápita argentino en los últimos 100 años, comparándolo a Estados Unidos, Japón e Italia.
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Vemos un considerable deterioro en el crecimiento comparado con los buenos niveles alcanzados por otros países. 
Qué sistema, por pesado que sea y por más presión que imponga, aplicado a un PBI exhausto, va a recaudar lo suficiente? 
En el cuadro siguiente ilustramos al lector sobre el comportamiento del crecimiento del PBI argentino desde 1961 a 2019.
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Argentina viene de años de deterioro con fuerte presión tributaria y maltrato fiscal a la inversión, a la vista está que no le fue bien. 
Lo que proponemos en este trabajo es bajar alícuotas diferenciando a las Pymes, ensanchar las bases y poner en aplicación un sistema que aliente y cuide la inversión, como propusieron el informe Mirrlees, la reforma Lagares, la reforma americana de 2017, entre otras para que se aliente el crecimiento y el empleo y por consiguiente aumente el ingreso público.
Pero como dijo el mencionado autor, todo sistema impositivo debe tener estabilidad para proveer seguridad jurídica y no entorpecer la inversión y la creación de riqueza.
Toda reforma a un sistema tributario debe ser pensada y mantenida en el tiempo y tiene que ir acompañada de condiciones macro que pongan a prueba su eficiencia. 
Este es el desafío que tenemos por delante, dejar de lado las reformas constantes y los cambios de rumbo que conspiran contra el éxito.
Nuestra ley de Impuesto a las Ganancias debe ser sometida a una importante reforma.
Como dijimos todavía hoy, el impuesto a la renta ocupa un lugar crucial en la composición de la recaudación total, hagámoslo eficiente, equitativo y atractivo para la inversión. 
Un país con tasas de inflación de dos dígitos, que grave inflación, es un país que aleja potenciales inversores. Un país que no permite deducir el activo fijo, gravando por lo tanto rentas brutas (no se pueden actualizar plenamente las amortizaciones), es un país que va, como hemos visto, en sentido contrario a lo que indican las más actuales corrientes de pensamiento en la materia. 
Dos temas resultan ser centrales en cualquier caso de reforma, el tratamiento de la Inflación y de la Inversión.


2. FOMENTO A LA INVERSIÓN
Dr. Raúl Sanguinetti

2.1 Introducción
En el contexto actual es muy difícil concentrarse en desarrollar incentivos impositivos para la inversión ya que venimos de años de decadencia con un presente que no nos permite ser optimistas.
Leemos y escuchamos a los economistas y políticos en los medios criticando o alabando la emisión desenfrenada, el precio del dólar descontrolado, la caída del PBI, etc. 
Entiendo que para abordar este tema, en este contexto tan complejo, debemos tener presentes determinados fundamentos de la tributación, que nos entreguen un marco de referencia apropiado para el análisis de estas y otras cuestiones que aporten al crecimiento del país, que es, en definitiva, el objeto del análisis.
A este fin me permito analizar ciertos principios planteados por Neumark, que aportan claridad y base de sustentación a cualquier sistema implementado para desarrollar las finanzas públicas y fomentar la inversión, ya que, como él mismo reconoce, “..constituyen un punto de partida para el reconocimiento de la naturaleza y las funciones de la imposición, para ser aplicados solo secundariamente como módulo de enjuiciamiento crítico de la realidad existente...”
Es decir, tener un esquema teórico de referencia como objetivo global y descontextualizar en parte el análisis específico de las propuestas concretas.
En este sentido pretendo hacer un inventario de alguno de sus postulados y relacionarlos con nuestra actualidad a fin de ir ordenando y entendiendo los desfasajes relevantes existentes en general, para desembocar en los temas particulares aquí destacados por la Relatoría, en el convencimiento de que el incentivo impositivo a la inversión es directamente proporcional al mayor grado de cumplimiento de los fundamentos básicos en su conjunto.
2.2 Situación actual
-Neumark ([endnoteRef:2]), menciona, en primer lugar, a los principios de “suficiencia de los ingresos fiscales” y el de “adaptación”, que tienen como objetivo regular la relación entre gasto e impuesto, de allí su denominación como principios presupuestario-fiscales y su ubicación en el punto de partida, en la punta de la pirámide, dándole una importancia relativa superior. [2: () NEUMARK, Los principios de la imposición según Neumark. Un abordaje metodológico, por Luis O. Fernández.] 

El principio de suficiencia postula que el sistema tributario pueda cubrir las necesidades financieras del Estado, por lo que deben tomar en cuenta dos aspectos; el gasto público a cubrir y los ingresos necesarios para ello. Estas dos magnitudes están íntimamente relacionadas, al postular algo de una, se requiere ineludiblemente abordar la otra.  
Por un lado podemos observar que existen límites al nivel de tributación que puede soportar una economía, mientras que por el otro también es cierto que hay ciertas necesidades que el Estado debe indefectiblemente cubrir. Estos serían los dos extremos del análisis.
Según Luis O. Fernández, “...en la literatura de finanzas públicas, este principio ha vuelto a ser muy considerado, en especial por representar un límite a la financiación de gasto público con emisión o deuda, pero nos ayuda en caso de incumplimiento a discernir si éste se origina en el exceso de gastos o en el defecto de la tributación...”
Desde el punto de vista metodológico, este principio puede ser perfectamente contrastado con la realidad habida cuenta que su incumplimiento será fácilmente observado por la existencia de déficit fiscal, emisión o endeudamiento, mas no permite indagar en el origen de dicho fenómeno ni consecuentemente solucionar sus causas.
Se trata de una especie de indicador en el mismo sentido que lo es un termómetro: nos indica la temperatura, pero no la forma de variarla para llegar a la deseada, esto, en materia de principios de la imposición, no es poco…”
La curva de Laffer representa la relación existente entre los ingresos fiscales y las tasas impositivas, mostrando como varía la recaudación fiscal al modificar las tasas. La curva, que fue difundida por el economista Arthur Laffer, plantea que subir la tasa del impuesto no necesariamente aumenta la recaudación, porque la base tributaria cae. 
Si bien es complicado demostrar empíricamente la existencia de la curva de Laffer ya que se desconoce el punto de la curva en que se encuentra una economía –es decir que no se conoce el punto óptimo de recaudación, la presión tributaria actual, que incluye el impuesto inflacionario, estaría transitando la parte descendente de la curva, nuestro país está indudablemente ubicado en el grupo de jurisdicciones que “repele” la inversión.
Esta situación tiene dos consecuencias básicas, a la luz de estos principios:
-Es necesario reducir la presión impositiva y, consecuentemente, reducir el gasto público.
El principio de adaptación intenta solucionar el problema que causan necesidades de financiación adicionales al margen de la “expansión normal” de los gastos que requieran mayores ingresos tributarios. Neumark lo define como: “...implica que el sistema fiscal ha de permitir que, en caso necesario y a corto plazo, se consigan mediante medidas jurídico-tributarias los ingresos complementarios que sean imprescindibles para la cobertura económicamente racional de unas necesidades adicionales notablemente superiores a la medida usual (“normal”), surgidas como consecuencia de nuevos gastos de carácter permanente o de carácter único y extraordinario…”
El principio de suficiencia pretendía que la imposición fuera la necesaria para cubrir los gastos normales y habituales del Estado, este principio va más allá ya que pretende que el sistema tributario cubra también necesidades de financiación adicionales.
Interesa mencionarlo por su actualidad. Nuestro sistema tributario, más allá de sus desequilibrios, siempre está al límite, caminando en la cornisa, no contempla un margen para que algo salga mal, pandemias, catástrofes naturales, etc.
- Los principios de la tributación políticos sociales –generalidad, igualdad, proporcionalidad y redistribución- cumplen, según Neumark, la función de estructurar un sistema impositor que permita distribuir el costo del Estado entre los residentes en forma satisfactoria, desde el punto de vista ético.
El centro de ellos es la consideración del principio de capacidad de pago o contributiva, como criterio fundamental para el reparto interindividual de la imposición, según la noción de justicia.
Este principio, en general, significa que cada uno pague en función de su capacidad, siendo los indicios de ésta una cuestión política, ajena al campo de la tributación. Las definiciones habituales de capacidad de pago son tautologías: capacidad de pago es la capacidad de contribuir al sostén de los gastos públicos, tal como la evalúa el legislador.
El principio de generalidad implica que el impuesto debe alcanzar a todos los sujetos. Se podría medir su cumplimiento observando si todos los sujetos posibles están incluidos en el hecho imponible.
Se puede recurrir a un sustituto de los sujetos: se toma la materia gravada y se sostiene que un impuesto cumple el principio de generalidad cuando grava a toda la materia imponible, no importa en poder de que sujeto esté.
Pero este sustituto implica la posibilidad de establecer la totalidad de la materia gravada para poder comprobar si existe alguna materia fuera del impuesto.
Cuando exista materia fuera del impuesto se deberá analizar si la exclusión obedece a la aplicación de otro principio y si, en tal caso, se justifica la excepción.
Esta situación va a plantearse muchas veces y obedece a una característica de los principios que describió muy bien Neumark al expresar que “pueden producirse contradicciones más o menos graves entre los distintos objetivos expresados” en los principios.
En nuestro país la significativa tasa de evasión impositiva atenta directamente contra este principio y también con el fomento de la inversión al existir una competencia fraudulenta.
La presión tributaria que supera el punto óptimo de recaudación en la curva de Laffer afecta también el principio de generalidad ya que los sujetos tratan de no afectarse por la imposición abusiva o intolerable, generando un circulo negativo de expulsión de los pagadores de impuestos, vía cambio de residencia o elusión/evasión 
El principio de igualdad, se suele definir cómo tratar igual a quienes están en igual situación. También se lo conoce como principio de equidad horizontal.
La parte primera “tratar igual” se deduce de la estructura del impuesto y no habrá mayores problemas de contrastación, salvo que el tributo tenga incoherencias lógicas, tales como gravar en distinta forma a sujetos que estén en igual condición; en tal caso habrá que ver si este hecho se origina en la aplicación de algún otro principio. 
La parte segunda “estar en igual condición”, aunque implicada lógicamente en la primera, es más compleja ya que no es trivial establecer cuando se está en igual situación porque esto depende de un parámetro ajeno: ¿igual respecto de qué?
Con la globalización y la digitalización se ha desatado una competencia visible entre los países para atraer inversiones a través de la reducción del costo impositivo comparado, entiendo que este principio podría comprender también  esta situación, ya que se trata de ética internacional, situación está que no existía al momento del desarrollo de estos principios por parte del autor.  Nuestro país compite en la atracción de inversiones con países vecinos con buen estándar de vida, relativa estabilidad económica y social, mercados más extendidos, etc., que, en algunos casos, exoneran totalmente las rentas financieras, de desarrollo de software, etc., y está inserto en un sistema global, no es una burbuja, el análisis debe contemplar esta situación, incluso cuando se estudia el efecto económico de los impuestos, la incidencia y la translación se analizan en entornos cerrados, hoy los contribuyentes tienen muchas válvulas de escape y la percusión activa, no ya la traslación del gravamen, sino en primer lugar la búsqueda de alternativas más económicas, de acuerdo a la actividad que se desarrolla o la situación personal de los contribuyentes. Hoy estas opciones no están restringidas solo a las grandes empresas, nuestras Pymes y las personas humanas ya saben que hay alternativas internacionales, y salen inmediatamente a la búsqueda de las soluciones que les permitan mantener el capital y maximizar sus ganancias.
El principio de proporcionalidad sostiene que “la imposición debe resultar igualmente onerosa, en términos relativos, a cada contribuyente”.
El concepto es muy antiguo, encontrándose en los cánones de la imposición de Adam Smith.
La reducción de los mínimos no imponibles para las personas humanas, el achatamiento de las escalas progresivas y las retenciones a la exportación afectan significativamente la proporcionalidad generando situaciones que deterioran la productividad y el retorno de la inversión.
Los principios tributarios políticos y económicos abarcan un espectro tan amplio que es imposible abordarlos en este trabajo. Todos son muy importantes, y solo quiero resaltar el primero de ellos referido a evitar las medidas tributarias “dirigistas”, diferenciándolas de las “intervencionistas”.
La diferenciación entre unas y otras está dada por el resultado o fin que se busca en ellas: son “dirigistas” las medidas que tienden a favorecer o perjudicar a grupos económicos aislados, a determinados sectores de la producción o del consumo, por razones económicas o meta económicas con excepción de las motivadas por el cumplimiento del principio de capacidad de pago o las compensatorias de distorsiones ocasionadas por la competencia, estas medidas se inspiran en la acción de intereses particulares, lobbys y otros. Por su parte son “intervencionistas” las medidas que tienen como fin influir en las magnitudes económicas globales, tales como ahorro, inversión, empleo; estas medidas se inspiran en el cumplimiento de los objetivos de la política económica y social.
Si bien la diferencia en la práctica es muy sutil, y generalmente hay que guiarse interpretando ciertos indicios externos, el abuso de las medidas dirigistas espanta la inversión de todo tipo.
-Los principios tributarios jurídicos y técnicos, comprenden a los de  congruencia y sistematización, de transparencia, de practicabilidad, de continuidad, de economicidad y de comodidad, son los más conocidos. Los tres primeros son aplicables a casi cualquier cuestión humana, mientras que el de continuidad es una propiedad deseable de cualquier disposición legal. Los principios de economicidad y comodidad se estudian habitualmente dentro de la problemática de la presión fiscal indirecta.
Quiero hacer foco en dos de ellos, transparencia y comodidad.
El autor define el principio de transparencia en los siguientes términos: “El principio de transparencia tributaria exige que las leyes tributarias en sentido lato, es decir, con inclusión de los reglamentos, órdenes, circulares, líneas de directrices, etc., se estructuren de manera que presenten técnica y jurídicamente el máximo posible de inteligibilidad y sus disposiciones sean tan claras y precisas que excluyan toda duda sobre los derechos y deberes de los contribuyentes, tanto en estos mismos como en los funcionarios de la Administración Tributaria, y con ello la arbitrariedad en la liquidación y recaudación de los impuestos”.
El principio, conocido desde Adam Smith, intenta ser tanto una barrera a la arbitrariedad de la Administración como posibilitar al contribuyente la previsibilidad de la carga que soportará. La herramienta principal para lograr este fin es la inteligibilidad de las normas para un contribuyente dotado, dice Neumark, de una “inteligencia marginal”.
El objetivo del principio es posibilitar que el contribuyente pueda realizar el cálculo de la carga tributaria cuando estudie realizar un negocio. Esta previsibilidad tiene dos facetas: a) que las disposiciones sean correctamente comprendidas por el contribuyente de modo de poder apreciar cabalmente el impuesto resultante y, b) que la autoridad fiscal no pueda alterar dicho cálculo mediante una comprensión distinta o arbitraria en la administración y liquidación del tributo.
No cabe duda que nuestro sistema en este punto tiene grandes falencias. La inflación y los sistemas de retención y percepción convierten las tasa de los impuestos en nominales, resultando la tasa real de un algoritmo complejo y sujeto al contexto, que es cambiante. Por lo tanto los contribuyentes nunca saben cuál es su costo impositivo en el horizonte, pues solo se puede determinar una vez hechos los pagos. 
El principio de comodidad, integra también uno de los cánones de la imposición de Adam Smith quien lo definió diciendo que “... todo impuesto debe cobrarse en el tiempo y de la manera que sean más cómodos para el contribuyente”. Neumark lo define diciendo: “de acuerdo con el principio de comodidad de la imposición deberán estructurarse las disposiciones de cada impuesto, en cuanto a las obligaciones de los contribuyentes relacionadas con el cálculo y pago de la deuda tributaria, de manera que se les concedan a éstos todas las facilidades posibles previa observancia de los principios impositivos de rango superior”.
En el caso de los impuestos indirectos nuestro país se caracteriza por desconocer la situación que plantea el autor, cuya consecuencia directa consiste en aumentar el costo de la operación al requerirle al contribuyente que adelante los fondos no percibidos para el pago de sus gravámenes.
2.3 Tributación vinculada a la inversión
El objetivo básico de todos los puntos específicos de análisis propuestos es lograr incentivar la inversión. El enfoque teórico que subyace tras este planteamiento, entiendo, es que el volumen de inversión realizada depende del costo de utilización del capital. Los estímulos fiscales permiten reducir este costo e incrementan de esta forma el volumen de la inversión realizada. 
En este contexto, y enfocando los temas propuestos, en principio podemos observar que los mismos pueden ser resumidos en un denominador común, absolutamente todos, así como están funcionando actualmente, aumentan el costo impositivo, reducen el valor presente de los proyectos de inversión, en un marco de incertidumbre muy marcada, por lo cual, solo los proyectos de altísima tasa de retorno justifican su desarrollo en el país.
2.3.1 El ajuste por inflación
Argentina supera el estándar de inflación mayor al 100% en los últimos tres años, por lo cual es cosiderado internacionalmente como de alta inflación. No nos engañemos el 100% no se calcula sumando la inflación de los últimos tres años, se debe relacionar el coeficiente de cierre con el de origen del período. Nuestro contexto para el análisis, es de altísima inflación, originada en la emisión monetaria necesaria por no cumplir el principio de suficiencia, o entendiendo que se puede financiar el gasto sin límite con emisión de moneda.
Por lo tanto, y aunque parezca contradictorio en el corto plazo, hay que ir generando transparencia aplicando el ajuste por inflación impositivo en forma integral. La situación actual de imputar al año fiscal un sexto del ajuste y en los años sucesivos ir imputando el saldo restante sin ningún tipo de ajuste es irrazonable e injusta, y dudo que sea beneficiosa para el Fisco, ya que se parte de la premisa falsa de que el ajuste siempre da pérdida, y no es así, porque el resultado depende de la posición monetaria y no del ajuste del estado de resultados solamente, por lo tanto en este sentido se impone la utilización del Título VI de la Ley, sin restricciones, ni siquiera la del requisito del 100% de inflación en 3 años. 
Por otra parte, no puedo dejar de señalar que la técnica del ajuste inflación incluida en la ley, que es excelente, requiere que se lo actualice, para sincronizarlo con las modificaciones efectuadas, en la ley del impuesto a las ganancias, a partir de marzo de 1992, cuando se lo suspendió de hecho por aplicación del art 39 de la ley 24.073.
2.3.2 Los quebrantos impositivos
La vida de las personas humanas y jurídicas es continua, con éxitos y fracasos y en términos económicos ganancias y pérdidas. En términos tributarios esta situación se define como la “irregularidad del rédito”, que es un tema relevante ya que el criterio de asignación de las rentas es el de anualidad, por lo tanto el tratamiento asignado a los quebrantos es sustancial. 
Señalan Guliani Fonrouge y Navarrine ([endnoteRef:3]) que, “para atenuar la rigidez de la autonomía del balance y aproximar la imposición a la realidad económica, las legislaciones adoptan el sistema de traslado de quebrantos”.  [3: () GULIANI FONROUGE, Carlos y NAVARRINE, Susana - Impuesto a las ganancias, 3° ed., Ed. Depalma - Buenos Aires.] 

Cualquier limitación al cómputo de los quebrantos en forma íntegra y en moneda constante implica un aumento en la tasa real del impuesto. La capacidad contributiva debe ser medida en su totalidad y no por períodos estancos, ni discriminando el origen de las pérdidas. Esta situación es bien ponderada por los inversores que tienen conocimiento del riesgo empresario en general y, en especial, los agricultores, que conocen los efectos del cambio climático, de las sequías y el granizo. 
El Dr. Abeledo ([endnoteRef:4]) efectuó un análisis global del tratamiento impositivo de los quebrantos en los países del mundo, a los efectos de poder hacer una comparación del tema en cuestión. [4: () ABELEDO, Carlos A. - El Impuesto a la Renta sobre la actividad empresaria, presente y futuro, 12° Congreso Tributario, p. 428,] 

Australia: Los quebrantos se pueden trasladar hacia delante en forma indefinida, pero no hacia atrás. Sin embargo las pérdidas se generan después de sumar los montos de ingresos exentos. Se exige cumplir con cierto requisito: tests de continuidad de titularidad y de actividad.
Austria: Los quebrantos ordinarios pueden ser trasladados en forma indefinida a futuro.
Bélgica: Los quebrantos ordinarios son imprescriptibles y su cómputo es a futuro, no se admite el cómputo hacia pasado. Los quebrantos de capital en general se deducen a efectos de la determinación del Impuesto a las Ganancias, con excepción de los quebrantos derivados de acciones u otras participaciones que en general no son deducibles.
Bolivia: Se permite la compensación total de pérdidas netas de fuente boliviana para las empresas domiciliadas en Bolivia deduciéndolas de las utilidades gravadas obtenidas en los años inmediatos siguientes. Su traslado es indefinido.
Brasil: El período de prescripción es indefinido, en tanto sean absorbidos por el 30% de las ganancias generadas en cada período fiscal. Los quebrantos trasladables no operativos solo pueden computarse contra ganancias no operativas.
Canadá: el período de utilización de los quebrantos ordinarios es de 3 años para pasado y 20 años para futuro, computable contra cualquier tipo de renta. Existen normas especiales para la actividad agropecuaria y pesquera. Existen quebrantos específicos de capital que solo pueden computarse contra ganancias de capital.
Chile: los quebrantos originados se deducirán y también se computarán contra ganancias que no han sido distribuidas; si las ganancias no han absorbido totalmente los quebrantos los mismos son imprescriptibles hacia el futuro. Si los quebrantos se computaron contra ganancias no distribuidas, por los mismos se recibirá un crédito que se podrá computar como pago a cuenta de Impuesto a las Ganancias o solicitar su devolución. No existen normas especiales para quebrantos de capital.
China: se permiten el traslado hacia adelante por hasta cinco años.
Colombia: Los quebrantos originados en un ejercicio son imprescriptibles y se trasladarán hacia delante sin límite de monto.
Ecuador: Los quebrantos ordinarios pueden ser trasladados hacia futuro por 5 años y se compensarán con el 25% de las utilidades obtenidas en cada año.
España: el período de utilización es de 15 años. Los quebrantos ordinarios y los quebrantos de capital tienen el mismo tratamiento.
Estados Unidos: El período de utilización es de 20 años a futuro y un plazo de 2 años hacia el pasado, por lo cual si en algún ejercicio fiscal una empresa sufrió quebrantos, puede solicitar el reembolso del respectivo Impuesto a las Ganancias pagado en alguno de los 2 años anteriores.
Los quebrantos de capital son quebrantos específicos que solo pueden computarse contra ganancias de la misma especie. El período de utilización para estos quebrantos es de 3 años hacia el pasado y 5 años hacia futuro.
Francia: Los quebrantos son imprescriptibles.
Gran Bretaña: Los quebrantos comerciales podrán trasladarse hacia pasado por un año y hacia futuro en forma indefinida. Alternativamente, los quebrantos comerciales podrán ser compensados con otras rentas (excepto rentas de inversiones) de la compañía del mismo ejercicio comercial y con rentas de capital del mismo año. Los quebrantos derivados de la finalización de actividades podrán ser trasladados hacia pasado por 3 años y compensados por cualquier tipo de renta.
Los quebrantos no comerciales solo serán compensados con rentas del mismo origen o con renta de capital.
Holanda: Los quebrantos ordinarios podrán trasladarse a pasado por un año y a futuro por nueve años.
Italia: Los quebrantos netos podrán ser trasladables a futuro por 5 años y no podrán ser deducidos de las ganancias netas sujeta a impuesto del año que se originan. Se podrán trasladar en forma indefinida los quebrantos originados en los primeros 3 años de actividad de la compañía y siempre que se pruebe que se generaron realmente en una nueva actividad.
Japón: Los quebrantos ordinarios se pueden trasladar a futuro por 7 años. Una compañía puede trasladar sus quebrantos solo si es acreedora a ciertos beneficios en función de su status. Se permite el traslado a pasado por un año, solo en casos especiales tales como la disolución de una compañía.
México: El período de utilización de quebrantos es de 10 años.
Perú: Los quebrantos ordinarios podrán ser trasladados a futuro y compensados con las ganancias que se obtengan en los 4 años contados desde el año que la compañía dedujo la ganancia. Alternativamente, los quebrantos pueden ser compensados con el 50% de las ganancias obtenidas en los años siguientes, sin limitación de tiempo. Una vez elegida la opción, ésta no podrá cambiarse hasta tanto existan pérdidas acumuladas.
Suecia: No se establece límite para el cómputo hacia delante de los quebrantos. Existen restricciones para el uso de pérdidas acumuladas de compañías adquiridas. También existen limitaciones con relación a la posibilidad de utilizar quebrantos en el marco de procesos de fusión. 
Suiza: Todos los quebrantos serán trasladables a futuro por 7 períodos fiscales. 
Argentina: El período de utilización es de 5 años hacia el futuro y su actualización es un tema controvertido. Existen quebrantos específicos que solo pueden computarse contra ganancias del mismo tipo de operaciones. 
Ellos son:
a)	Los provenientes de la enajenación de acciones, cuotas participaciones sociales, incluidas las cuotas partes de los fondos comunes de inversión.
b)	Los provenientes de operaciones cuyos resultados no deban considerarse de fuente argentina.
c)	Los originados por derechos y obligaciones emergentes de instrumentos y/o contratos derivados, a excepción de las operaciones de cobertura.
d)	Quebrantos de operaciones en la plataforma continental.
e)	El impuesto cedular.
Se puede observar que Argentina es uno de los países que más limitan el traslado de los quebrantos.
Creo apropiado recurrir a la opinión vertida por Malvitano ([endnoteRef:5]), cuando expresa que “…No quedan dudas en cuanto a que el único camino que permite evitar distorsiones en la determinación de las obligaciones del contribuyente consiste en que aquel tenga acceso ilimitado al traslado integro de sus pérdidas y que en cuanto a las limitaciones temporales, no existen razones de peso que impidan conceder el traslado indefinidamente, al menos hacia el futuro. [5: () MALVITANO, Rubén. La diversidad en el tratamiento ante el Impuesto a la Renta de las pérdidas empresarias.] 

De todos modos, si igualmente se considerara inevitable poner algún plazo para que, una vez transcurrido, el derecho del contribuyente caduque deberían hacerse los esfuerzos necesarios para que el mismo sea lo más extendido posible; no menos de 10 años, con posibilidades de reconocer los efectos inflacionarios y financieros que permitan un ejercicio real del derecho…”.
Históricamente una de las razones de más peso para justificar la existencia de alguno de los quebrantos específicos, fue la falta de trasparencia de los mercados en donde se efectuaban las operaciones que los generaban, entiendo que en la actualidad muchos de esos mercados son transparentes y deberían, en ese caso, perder la limitación.
2.3.3 Las amortizaciones 
L.O. Fernández ([endnoteRef:6]), opina al respecto que se conoce desde siempre, que los tributos producen en la economía efectos adicionales a la mera transferencia de fondos del sector privado al sector público; genéricamente, aquellos han sido llamados efectos extrafiscales y su principal característica es producir cambios en las conductas económicas de los agentes involucrados.  [6: () FERNANDEZ, Luís Omar - “Impuesto a las Ganancias”, 4ta edición] 

Los medios con los que se obtienen estos objetivos pueden afectar a diversos aspectos del tributo, los relacionados con la base imponible pueden ser desgravaciones, amortizaciones aceleradas, etc., esta es solo una lista parcial de algunos de los medios habitualmente empleados para lograr otros fines.
Dichos medios se denominan genéricamente beneficios fiscales y son alteraciones en la estructura del tributo, que tienen como fin promocionar ciertas actividades o beneficiar a ciertos sujetos; su costo directo es siempre una merma o postergación de la recaudación, mientras que sus costos indirectos (efectos en la economía) son más difíciles de medir.
Una de las características de los incentivos está relacionada con la forma de acceder a sus beneficios: pueden ser automáticos o discrecionales.
Los primeros son los que requieren para su consecución cumplimentar ciertos requisitos, una vez cubiertos estos, el otorgamiento es automático; mientras que, por su parte, en los segundos, además de la cobertura de los requisitos citados, se requiere el otorgamiento por parte de la administración.
Como se ve a simple vista, el primer sistema impide la discrecionalidad de quienes administran el beneficio, mientras que conforme opina Ziccardi ([endnoteRef:7]), el principal obstáculo del segundo es que “suele ser de trámite más burocrático y tiende muchas veces a estimular el acuerdo entre partes…”,. [7: () ZICCARDI, Horacio, “El Papel de los incentivos en el impuesto a las rentas”, en Visión renovada de la imposición directa, CPCECABA, Buenos Aires, 2001, p. 141.] 

El beneficio concedido es siempre una disminución o postergación del impuesto y los medios habituales utilizados son, con relación a la base imponible.
a)	Desgravaciones.
b)	Amortizaciones aceleradas.
c)	Deducción de inversiones al 100%.
En el primer caso, consiste en restar de la base imponible la totalidad o parte de las sumas invertidas (con o sin topes) en los bienes cuya adquisición se desea promocionar; sin perjuicio de la amortización, de corresponder esta. Ha sido utilizado ampliamente en la legislación argentina, siendo los ejemplos más cercanos los relacionados con la compra de viviendas y los frecuentes regímenes de promoción de inversiones en bienes muebles amortizables, por ejemplo, el de la ley 23.871 vigente hasta el 31/12/1984.
En el segundo caso, el beneficio es financiero pues se permite amortizar los bienes en un plazo menor al de su vida útil siendo el tercero un caso extremo del segundo donde a las inversiones se les da el mismo tratamiento de los gastos, por lo que pueden deducirse íntegramente de la base imponible en el ejercicio de su adquisición y afectación. Este sistema fue utilizado en Argentina por la ley 23.871 (B.O. 31/10/1990) que dispuso un régimen de deducción del 100% de las inversiones en bienes muebles amortizables.
La doctrina en general ha sido crítica de los resultados de estos planes, tanto por la dificultad en controlar los resultados obtenidos (o la evidencia de su inaptitud para lograrlos) como por la difícil si no imposible tarea de medir su costo fiscal.
Por ejemplo, Macon ([endnoteRef:8]) ha señalado que para los empresarios se trata de una motivación de segundo orden frente a la existencia de mercados para los productos y la disponibilidad de capital para invertir. En el mismo sentido, Gómez Sabaini ([endnoteRef:9]) afirma que estos beneficios fiscales no pueden compensar los riesgos que pueda correr la empresa en razón de un ambiente político y económico desfavorable que pudiera hacer peligrar la inversión.  [8: () MACON, Jorge “informe como relator general, Congreso IFA 1976”, Cahiers de Droit Fiscal International vol. I.XI, p. 231.]  [9: () GOMEZ SABAINI, Juan Carlos - El papel de los incentivos en la política tributaria de América Latina, Hacienda Pública Española, Instituto de Estudios Fiscales, Madrid, 1991, p. 75.] 

En resumen, opina Ziccardi que “…no se puede conocer a ciencia cierta si el sacrificio presupuestario está compensado con el crecimiento económico producto de las inversiones atraídas por el régimen…”
En síntesis no parece relevante y mucho menos transparente la aplicación de estos incentivos que desestructuran el sistema.
Un problema que sí afecta la inversión es sin duda la situación de quienes no siguieron el sistema dispuesto por la Ley 27.430, que posibilitaba la realización de la revaluación impositiva de ciertos bienes del activo, a los fines de actualizar el valor de los mismos. El sistema de actualización era de carácter optativo y requería el pago de un impuesto especial cuyas alícuotas eran del 8% al 15%.
Sistema perverso ya que durante mucho tiempo los contribuyentes estuvieron pagando una tasa adicional del impuesto a las ganancias, al no permitirles la deducción de la amortización actualizada, y a fin de corregir ese desfasaje se les pedía un pago adicional, para salir de esa situación.
Lo cierto es que hoy existe un universo de empresas que siguen pagando una sobretasa y si venden los bienes de uso, aunque usen el sistema de venta y reemplazo, deben seguir pagando una sobretasa. 
Entiendo que esta situación debe ser normalizada para el conjunto de los contribuyentes.
Se podría establecer el sistema de actualización del costo, solo para determinar el resultado por la venta del activo, con una quita del 10% en la actualización, por ejemplo, y de esa forma, permitir la renovación de los bienes de capital, y equiparar al conjunto de contribuyentes dentro de un sistema racional.
2.3.4 Los créditos
Los sistemas vigentes de retención y percepción aumentan las tasas reales  de los tributos nacionales y provinciales de forma totalmente contraproducente para la inversión y el desarrollo de los negocios, al generar pagos en exceso que derivan en créditos fiscales que no solo no tienen ningún tipo de compensación ni ajuste, sino que reducen el capital de trabajo, obligando a financiar esos créditos, con lo cual generan doble costo, activo no remunerado financiado con pasivos remunerados.
Hay que hacer notar que, si se lograra eliminar los créditos fiscales, esos fondos podrían invertirse o reinvertirse aumentado la rentabilidad de la empresa, generando asimismo una reducción de los costos financieros que aumentarían la ganancia empresaria y por ende la recaudación genuina.
Es más, para ayudar a su reducción se podrían compensar los créditos fiscales generados por los impuestos nacionales y provinciales para pagar deudas con ambos fiscos indistintamente e imputar esas compensaciones a la coparticipación mensual, lo cual no solo sería un aporte al capital de trabajo de las empresas, sino que desde un punto de vista político contribuiría a afianzar el federalismo, ya que evitaría el abuso de ciertos fiscos sobre otros. La información generada por las cuentas corrientes tributarias “on line”, generadas por los respectivos fiscos, asegura la integridad del sistema.
Asimismo, para alentar la inversión, en ese contexto, se podrían clasificar los créditos fiscales de IVA por la compra de bienes de uso, como de “segundo párrafo”, lo que habilitaría la compensación inmediata con impuestos nacionales y/o provinciales.
La única forma viable de instrumentar este sistema sería “hacia adelante”, ya que algunas provincias no resisten el cambio del sistema.


3. RESIDENCIA FISCAL 
Dr. Marcelo Dominguez

3.1. Los países que “atraen” y países que “repelen”. 
En el mundo impositivo existen dos estilos de jurisdicciones: las que mediante seductoras políticas fiscales “atraen” a nuevas compañías, proyectos de inversión y familias a instalarse en sus territorios y las que, contrario sensu, “repelen” tanto a sus propios residentes fiscales como a los potenciales ([endnoteRef:10]). Entre las jurisdicciones que “atraen”, se observa inclusive una “competencia fiscal”, ya que este grupo de países rivalizan entre sí por ganarse a las empresas y familias disponibles en el “mercado”.  [10: () D’ALESSANDRO, Valeria – La pérdida de la residencia fiscal en Argentina y los eventuales impuestos de despedida - Revista Tributaria N° 4 de la AAEF (2020).] 

Por el contrario, los países que “repelen”, suelen encontrar difícil el equilibrio al que se apunta en la tradicional “Curva de Laffer”, que muestra de qué manera un aumento en la carga impositiva puede conducir momentáneamente a una mayor recaudación, pero pasado cierto punto, puede tender a sofocar a los contribuyentes y en definitiva significar una merma sistemática en el cumplimiento de las obligaciones fiscales y, por ende, en la recaudación.
Uruguay se enmarcaría dentro del grupo de países que “atraen”. Apunta a ofrecer al mundo un país de oportunidades y de puertas abiertas, con una política migratoria que otorga un marco de seguridad pública, jurídica y económica para todas las personas extranjeras que deseen elegirlo como destino de sus proyectos personales y económicos. Por su parte, en Argentina actualmente resulta incierta la presión tributaria, según informes publicados en 2020 por el IARAF ([endnoteRef:11]).  [11: () IARAF (2020) Existen más de 160 impuestos vigentes en la Argentina. En la última década: (i) los 3 niveles de gobierno aplicaron importantes subas tributarias, directas e indirectas; (ii) la presión tributaria efectiva ha registrado durante este periodo un sostenido crecimiento, alcanzando niveles record; y (iii) un argentino que cumple adecuadamente con sus obligaciones tributaria paga en impuestos el 50% de lo que genera.] 

La autora citada ha considerado que la sociedad argentina está sensibilizada por los bruscos vaivenes en las políticas tributarias, la alta presión fiscal, el incremento en las alícuotas de gravámenes existentes, la diferenciación entre bienes en el país y en el exterior a los efectos de aplicación de alícuotas divergentes, el cambio de reglas respecto a transparencia fiscal y la posible implementación del nuevo gravamen “aporte solidario” para los contribuyentes del IBP. 
Todo ello ha reforzado el interés en el “recálculo” de los centros de intereses vitales hacia otras jurisdicciones. Se indica al respecto que la CSJN -inspirada en la doctrina de la Suprema Corte de EEUU- ha indicado que nadie está obligado a estructurar sus negocios de manera tal de pagar más impuestos, y que no resulta reprochable (ni atípico, ni inadecuado) el esfuerzo legítimo del contribuyente para que sus decisiones resulten fiscalmente eficientes.
A las razones de sensibilización social antes indicadas cabe sumar la inflación y el déficit fiscal que ha sido constante desde la década de 1970. Además de por estas razones macro-económicas, Argentina repele por cuestiones tributarias. En 1990 la LIG adopta el criterio de Renta Mundial y en 1998 incorpora normas específicas sobre Residencia Fiscal y sobre Precios de Transferencia. La situación de los países de Sudamérica en relación al criterio de la Renta Mundial, es la siguiente:
                  [image: ]
Los tipos de permisos de Residencia en Argentina y los requisitos para su solicitud, son los siguientes: 1) Residencia Transitoria, 2) Residencia Temporaria y 3) Residencia Permanente. La Residencia Transitoria se otorga a trabajadores migrantes estacionales, para tratamiento médico, especiales y académicos. La residencia temporaria es para extranjeros nacidos en los países del MERCOSUR (es por 2 años). La Residencia Permanente es otorgada al extranjero familiar de argentino o de extranjero radicado en forma permanente en el país. El mismo régimen de migraciones tienen los restantes países del Mercosur (Conf Ley 25.903 Acuerdo de Brasilia del 6/12/2002).
3.2. La pérdida de la condición de residente.
[bookmark: indice_2]La residencia fiscal en Argentina se pierde exclusivamente por dos razones: 1) porque la persona permaneció en el exterior durante un período superior a 12 meses, o bien, 2) porque adquirió la condición de residente permanente en un Estado extranjero, según sus disposiciones en materia migratoria (Conf LIG Art 117). Por lo tanto, para perder la residencia fiscal en Argentina no es suficiente adquirir la calidad de residente fiscal en otro Estado. Se debe permanecer más de 12 meses o se debe obtener la residencia permanente en migraciones. 
3.2.1. Los trámites de baja de impuestos ante la AFIP.
La AFIP establece que los que soliciten la cancelación de la inscripción en el Impuesto a las Ganancias o en Bienes Personales alegando la pérdida de la condición de residentes en el país, deberán (Conf RG 4760):
a) Informar en forma previa a la solicitud de baja su domicilio en el exterior.
b) Al momento de solicitar la baja, seleccionar el motivo "242 - Baja por adquisición de residencia permanente en materia migratoria en otra jurisdicción” o "243 - Baja por pérdida de residencia por permanencia continuada en el exterior por un período de 12 meses”. 
c) Informar la CUIT del responsable sustituto, quien deberá aceptar o rechazar la designación. Es necesario que sea aceptada para procesar la baja.
Al solicitar la baja se debe adjuntar copia de los elementos que acredite la pérdida de la condición de residente en el país (Conf RG N° 4.236 Art 2°). Para ello se debe aportar alguno de los siguientes elementos: a) Certificado de residencia permanente emitido por la autoridad competente del Estado extranjero de que se trate. b) Pasaporte, certificación consular u otro documento fehaciente que pruebe la salida y permanencia fuera del país por el lapso previsto en dicho artículo. Hasta tanto se obtenga la baja, las personas humanas deberán continuar cumpliendo con la totalidad de las obligaciones fiscales - formales y materiales-. 
Se prevé que lo expuesto es sin perjuicio de los demás elementos que puedan ser posteriormente requeridos por la AFIP en ejercicio de las facultades de verificación y fiscalización que le competen. La AFIP suele requerir que se acredite el valor en plaza del inmueble del exterior informado en el IBP (Conf Ley de IBP Art 23) y la aplicación del valor locativo si el inmueble estuviera destinado a recreo o veraneo o vivienda permanente (Conf LIG Art 44 inc f) y Art 136). Es decir, si bien la pérdida de la residencia se da por las circunstancias señaladas en la Ley (más de 12 meses en el exterior o adquisición de residencia migratoria permanente en otro país), luego subsisten las facultades de verificación y fiscalización de la AFIP, en el marco del período de prescripción aplicable a cada caso.
En caso de pérdida de la residencia se considera que las presencias temporales en el país que, en forma continua o alternada, no excedan un total de 90 días durante cada período de 12 meses, no interrumpen la permanencia continuada en el exterior (Conf Art 283 del DR). Las presencias temporales en el país se establecerán computando los días desde el inmediato siguiente a aquel en que se produjo el ingreso al país, hasta aquel en el que tenga lugar el egreso del mismo, inclusive. 
3.2.2 La posible “doble residencia” de los que emigran.
Las personas humanas de nacionalidad extranjera cuya presencia en el país resulte determinada por razones de índole laboral, durante los primeros 5 años no son residentes en el país (Conf LIG 123 inc c). Durante los primeros 5 años de residencia, los extranjeros están gravados por las rentas y patrimonios del país y no por las rentas y patrimonios de su país de origen. Luego de ese plazo, pasa a ser residente pleno del país y estará gravado conforme el criterio de la Renta Mundial. 
En los países de territorialidad de la fuente (Uruguay, Paraguay y Bolivia), después de los primeros 5 años, o 10 años, las  rentas y patrimonios del exterior de los nuevos extranjeros residentes se gravan a una tasa reducida (son las excepciones a la territorialidad) ([endnoteRef:12]). Una vez configurados los requisitos para la pérdida de residencia fiscal en un país, podría suceder que la persona continúe residiendo de hecho en el país de origen, o que reingrese al mismo a fin de permanecer en él. En estos casos se aplican las reglas que dirimen situaciones de doble residencia (“tie-breaking rules” o “reglas de descarte”), previstas en los CDIs y en la LIG.  [12: () CAYÓN, David (2020) en https://www.infobae.com/economia/2020/09/08/uruguay-aprobo-las-vacaciones-fiscales-por-10-anos-para-los-extranjeros-que-obtengan-la-residencia/. Las personas físicas que adquieran la calidad de residentes en Uruguay a partir del ejercicio 2020 pueden optar por no tributar el Impuesto a la Renta de Personas Físicas –IRPF– por las rentas pasivas obtenidas en el exterior por los ejercicios fiscales de los próximos 10 (diez) años, o por tributar el IRPF por los rendimientos de capital mobiliario del exterior desde el ejercicio en que se adquiere la residencia fiscal, y en forma indefinida al 7% (la tasa general del IRPF para estos rendimientos es del 12%).] 

La aplicación de las reglas de descarte en los casos de “doble residencia” pueden darse en los casos que, por ejemplo, una persona de nacionalidad argentina mudó su residencia a Uruguay, Paraguay o Bolivia, y sus familiares permanecen en Argentina. Esta persona organiza debe permanecer más días en el año en el país de su nueva residencia que en Argentina (la regla de los 183 días). Ahora bien, si los controles fronterizos no son adecuados, para la Dirección Nacional de Migraciones una persona puede estar en el exterior, pero de hecho está en Argentina (se registró la salida del país pero no se registró la entrada al país). 
Los CDIs y el Art 122 de la LIG establecen que la persona que habiendo obtenido la residencia permanente en un Estado extranjero continúen residiendo de hecho en el territorio nacional se los considerará residentes del país, cuando: 
a) mantengan su vivienda permanente en Argentina;
b) En el supuesto de que mantengan viviendas permanentes en el país y en el Estado que les otorgó la residencia permanente, si su centro de intereses vitales se ubica en el territorio nacional; 
c) De no poder determinarse la ubicación del centro de intereses vitales, si habitan en forma habitual en Argentina (permanecen más tiempo que en el Estado extranjero que les otorgó la residencia permanente), 
d) Si en el año permanecieran igual tiempo en el país y en el Estado extranjero que les otorgó la residencia, cuando sean de nacionalidad argentina.
Si de la aplicación de esa “regla de descarte” surge que una persona humana debe considerarse residente en el país, se le dispensará ese tratamiento desde el momento en que causó efecto la pérdida de la condición de residente del exterior o, en su caso, desde el mes inmediato siguiente al de su reingreso al país. Cuando las personas a las que se atribuya la condición de residentes en el país de acuerdo con las disposiciones de esta “regla”, mantengan su condición de residentes en un Estado extranjero y se operen cambios en su situación que denoten que han trasladado en forma definitiva su residencia a ese Estado, deberán acreditar dicha circunstancia y su consecuencia ante la AFIP. 
3.2.3. Los “impuestos de despedida” no aplicables en Argentina. 
[bookmark: indice_3]El “impuesto de despedida” o “exit tax”, se aplica en Europa (Austria, Bélgica, Dinamarca, Finlandia, Francia, Alemania, Irlanda, Italia, Luxemburgo, Países Bajos, Portugal, España, Islandia, Noruega, Reino Unido y Suiza) y también en Israel, Japón, Canadá y Estados Unidos. Se trata de medidas que apuntan a compensar al país de origen por la pérdida de ingresos fiscales como consecuencia del traslado de la residencia o activos a un nuevo país. Es como una “indemnización” por el “lucro cesante fiscal” del país de origen.
La autora citada en 3.1. indica que en el caso de EEUU -país que a contrario del resto del mundo grava a sus ciudadanos por su renta mundial aunque residan fuera del país- el impuesto aplica al caso particular de sujetos de altos patrimonios o ingresos, que tomen la decisión extrema de renunciar a su ciudadanía. En los demás países, este tipo de gravámenes tiene un claro objetivo “anti-elusivo”. La Directiva de la Comisión Europea reconoce que estos impuestos “responden al propósito de evitar la erosión de la base imponible en el Estado de origen cuando se trasladan los futuros beneficios a una jurisdicción con tributación reducida.
En muchos de los países este impuesto sólo aplica en su plenitud si la mudanza es a una jurisdicción de baja o nula tributación (BONT) o a una jurisdicción no cooperante. Estos gravámenes de ninguna manera podrían afectar “libertades fundamentales”. El Tribunal de Justicia de la Unión Europea remarcó que deben tomarse los recaudos adecuados para evitar que ellos constituyan una “barrera para la libre circulación de capitales y personas y la libertad de establecimiento”.
Además, en los países que lo aplican existen debates en torno a su validez jurídica, en los que frecuentemente se lo tacha de “discriminatorio” (pues se aplica o no según criterios de residencia y/o nacionalidad, lo que puede contravenir tratados internacionales) y de contradictorio con el principio de “capacidad contributiva” (ya que en muchos casos se aplica sobre rentas no realizadas). Además, la mayoría de esos países no tienen vigentes impuestos al patrimonio.
Conforme las sugerencias de los organismos internacionales y el derecho comparado, el “impuesto de despedida” no sería aplicable en Argentina por los siguientes motivos: (1) La Convención Interamericana sobre Derechos Humanos garantiza el libre derecho de circulación y de residencia por parte de los ciudadanos, (2) Al regir en el país el IBP con altas alícuotas generales y alícuotas incrementadas para los activos radicados en el exterior, el país ya recaudó impuestos sobre los activos del exterior, y (3) Dado que la CSJN ha rechazado gravámenes que atentan contra el principio de capacidad contributiva y de igualdad, el eventual “impuesto de despedida” tendría altas chances de resultar objetado por la justicia.
3.3. La migración de argentinos a Uruguay 
Conforme las normas vigentes, si un argentino obtiene la residencia permanente un Uruguay su permanencia de hasta 90 días en el país en el año no interrumpe la permanencia en el exterior. En caso de permanecer más tiempo en el país, se aplicarían las reglas de la “doble residencia” del Art 9° del acuerdo Argentina Uruguay –Ley 26.758-. Para no perder la residencia fiscal uruguaya habiendo excedido el plazo de 90 días, debiera permanecer más tiempo en Uruguay que en Argentina durante el año (regla de los 183 días). En su caso, puede solicitarle un certificado de residencia fiscal a la DGI uruguaya. 
3.3.1. El alcance del acuerdo Argentina-Uruguay de 2012.
Si una persona deja la residencia fiscal en Argentina para trasladarla a Uruguay, está cubierta por el acuerdo Argentina-Uruguay aprobado por Ley 26.758. En este caso, la “doble residencia” no es posible. La residencia fiscal quedará configurada en el estado contratante que tenga el mejor derecho, de acuerdo con el referido acuerdo. Cualquier facilidad para configurar o para mantener la residencia fiscal de un argentino en Uruguay, solo tiene el efecto de permitir que se tenga que aplicar la “regla de descarte”, porque el argentino se excedió en su permanencia en Argentina. 
A su vez, Argentina no pierde la residencia del potencial migrante, si no hay una efectiva alteración de los vínculos del mismo con la AFIP (Ej trámite de baja de la CUIT). Además, si Argentina tomara medidas para desestimular la migración fiscal de su territorio, tal como, por ejemplo, imponer un “exit tax” (impuesto de despedida), no tendrían efecto en Argentina las eventuales medidas que pueda tomar Uruguay sobre esas acciones. El acuerdo Argentina-Uruguay resuelve las cuestiones de “doble residencia” en el Art 9° del Anexo, pero no las cuestiones relativas a la pérdida de la residencia en Argentina.     
Si el destino del migrante argentino no fuera Uruguay sino un país sin convenio, la  situación sería similar. La persona seguirá siendo residente fiscal de Argentina, independientemente de lo que ocurra en el otro país, hasta tanto deje de serlo en virtud de lo que dispongan la legislación doméstica de Argentina. Por supuesto que en todos los casos los incentivos que ofrezca el otro país tienen que conformarse a la práctica internacional en las relaciones entre estados. Los países suscriptores de CDIs debieran aplicar los mismos con buena fe. 
Por diseño de las normas tributarias internacionales, el control lo tiene el estado de residencia de origen (en este caso, Argentina). Ahora bien, la Convención Interamericana sobre Derechos Humanos tiene jerarquía constitucional (CN Art 75 inc 22) y la misma garantiza enfáticamente el libre derecho de circulación y de residencia por parte de los ciudadanos. Por lo tanto, ante casos de argentinos que obtuvieron la residencia permanente en el exterior y cumplen con los trámites de baja de la CUIT en la AFIP, identificando al responsable sustituto por los bienes del país, es muy difícil cuestionarles su nuevo carácter fiscal de “residentes del exterior”.
3.3.2. El no otorgamiento del certificado de residencia en Uruguay.
En Uruguay se planteó el caso de una persona española que le solicitó a la DGI uruguaya un certificado de residencia fiscal por los años 2013, 2014 y 2015, para su presentación ante la Agencia Tributaria española ([endnoteRef:13]). El solicitante respaldó su solicitud con el certificado de la Dirección Nacional de Migración, del cual surgía una permanencia física en Uruguay de 166 días en 2013, de 76 días en 2014, y de más de 200 días en 2015. Sostuvo que -considerando las “ausencias esporádicas”- reunía los 183 días de permanencia incluso en los años 2013 y 2014 (días que permaneció en el país, más ausencias menores a 30 días, daba más de 183 días). [13: () BERGSTEIN, Jonás - Residencia tributaria en el Uruguay - Cómputo de los 183 Días y Ausencias Esporádicas - Apostilla a la Sentencia del Tribunal de lo Contencioso Administrativo No. 179/019 del 19 Abril 2019 – Revista Tributaria N° 4 de la AAEF (2020).] 

La DGI acogió el pedido para los años 2013 y 2015, pero no para el año 2014. Esa denegatoria dio lugar a la acción de nulidad ante el Tribunal en lo Contencioso Administrativo (“TCA”) de Uruguay, con el objeto de despejar si era legítima o ilegítima la denegación del certificado fiscal para el año 2014. El TCA le dio la razón a la DGI. Sostuvo que las ausencias esporádicas deberían interpretarse conforme su razonabilidad. El contribuyente permaneció en Uruguay 76 días en el año 2014, y no los 228 días que resultarían de considerarse las ausencias esporádicas.
Sostuvo el TCA que las ausencias esporádicas a los efectos del cómputo de los 183 días de permanencia en el país, deberán considerarse únicamente cuando sean puramente ocasionales. No puede abarcar situaciones en que las ausencias sean tan frecuentes que dejan de ser “esporádicas” y pasan a ser la regla. El TCA sentenció que no es razonable considerar residente fiscal uruguayo a una persona física que en el año calendario 2014 estuvo en el país -efectivamente- poco más de dos meses y medio.
[bookmark: indice_9]Desde la doctrina uruguaya se ha considerado que la Sentencia del TCA omite toda referencia a las previsiones reglamentarias que reconocen la residencia fiscal uruguaya a quien realiza una determinada inversión, con total abstracción del número de días que hubiere permanecido en el país. Se indica que la finalidad de la norma debe conectarse con los valores de seguridad, previsibilidad y simplicidad que inspiran el criterio objetivo que planea el cómputo de los días como pauta rectora de la residencia fiscal.
3.3.3. La advertencia de la “condicionalidad” de la residencia en Uruguay.
Desde la doctrina argentina se analizó esa Sentencia del TCA desde la “condicionalidad” de la residencia fiscal en Uruguay ([endnoteRef:14]). Indicó el autor que en el caso del ciudadano español podemos imaginar que tenía ahorros en un banco internacional, y que los mismos generaban rentas pasivas (intereses y dividendos). Como residente fiscal de España tendría una tasa (proporcional) de impuesto a la renta en exceso del 20%, y una obligación por impuesto al patrimonio. En cambio, como residente en Uruguay no tendría obligación por impuesto al patrimonio y tendría una tasa de impuesto a la renta del 0% si hubiera optado y estuviera vigente la exención temporaria para rentas pasivas de fuente extranjera.  [14: () MELONI, Eduardo O. - Sobre la condicionalidad de la residencia fiscal en Uruguay - Revista Tributaria N° 4 de la AAEF (2020).] 

Se analiza como segundo ejemplo el caso de una persona argentina que emigra a Uruguay, dando de baja su residencia fiscal en Argentina. Debido a que cortó todo vínculo con Argentina, no hay posibilidad que se configure una situación de doble residencia. Con ello podría pensarse que un certificado de residencia fiscal es una cuestión abstracta. Sin embargo, ese argentino puede recibir una carta del banco internacional donde tiene sus ahorros, pidiendo que actualice sus datos y acompañe certificado de residencia fiscal, y que, ante su incumplimiento, le cierra la cuenta.
En el primer ejemplo del español, la situación de incertidumbre se resuelve año por año, y las consecuencias pueden ser significativas, pero solo son materiales. En cambio en el segundo caso del argentino, podría haber consecuencias materiales, por ejemplo, la imposibilidad de aplicar la red de tratados para reducir las retenciones de los estados fuente (donde posee los ahorros). Pero lo más grave es el estado de incertidumbre en sí. Despojado de su residencia fiscal el empresario argentino del segundo ejemplo se convierte en un “apátrida fiscal”.
Cabe preguntarse a dónde podría transferir sus ahorros en esa condición, cuando el sistema tributario internacional está diseñado para que toda persona tenga una residencia fiscal. Además, cabe preguntarse si la no configuración de residencia fiscal importa también la baja como contribuyente uruguayo. Desde la perspectiva de un potencial inmigrante argentino, la “condicionalidad” es claramente un inconveniente. Claro está que la medida de Uruguay de no otorgar el certificado de residencia fiscal en el segundo ejemplo, ya no tiene efecto práctico en Argentina.
3.4. El equilibrio fiscal y la seguridad jurídica para atraer inversiones. 
De los puntos anteriores surge que Argentina no pueda detener la emigración de empresarios a los países que han adoptado el criterio de territorialidad de la fuente, básicamente a Uruguay. Resulta atractiva la mudanza a un país que no grava las rentas y los bienes que sus nuevos residentes poseen en el exterior por 10 años y que, además, posee un área aduanera especial que permite actividades de comercio exterior off shore (zona franca). Por lo tanto, en la planificación fiscal personal y empresaria en Argentina, el cambio de residencia hacia Uruguay se traduce en un importante ahorro impositivo (además de la posibilidad de disfrutar de la belleza natural y de la calidad de vida que ofrece Uruguay y su gente). 
Los déficits fiscales acumulados en Argentina desde la década de 1970, sumado a la falta de seguridad jurídica y a la actual brecha cambiaria entre el dólar oficial y el dólar paralelo, no ayudan a atraer inversiones. Son constantes las solicitudes de baja de CUIT de las personas humanas argentinas, las cuales eligen los países de territorialidad de la fuente. También es constante la localización de empresas vinculadas al comercio exterior en áreas aduaneras especiales de esos países, ya sea como intermediarias en operaciones de importación y exportación (traders), o para la prestación de servicios financieros e intangibles desde el exterior.
Un empresario argentino con cuentas de ahorro en el exterior (Ej en EEUU o en Suiza), periódicamente sincera en Argentina su “stock” a través de leyes de blanqueo (la última ley le permitió sincerar sus tenencias al 22/7/2016). Pero si después de cada blanqueo sigue su “flujo” de dinero no declarado en el país, que genera a través de la sub-facturación de exportaciones, o de la sobre-facturación de exportaciones, o del pago de intangibles, su opción es “parar el flujo”, o bien, solicitar la residencia permanente en Uruguay, Paraguay, Bolivia o Panamá.
Si para la AFIP el empresario es “residentes del exterior”, sólo pagará el IBP por los bienes que posee en el país y a través del responsable sustituto y pagará el impuesto a las ganancias sólo cuando el agente pagador del país le gire al exterior las rentas pasivas obtenidas en el país, tales como alquileres, intereses, etc. Sus ahorros en cuentas bancarias de EEUU o de Suiza no están gravadas por el impuesto a la renta o al patrimonio en los países que adoptan el criterio de la territorialidad de la fuente.
Incluso el empresario argentino puede operar desde el exterior su empresa del exterior, la cual puede operar con empresas del país. Los proveedores del exterior son canales de salida de divisas al tipo de cambio oficial. Además, ante la importación de bienes o de servicios prestados en el exterior, el pagador argentino no retiene el impuesto a las ganancias (prevalece la fuente extranjera para el exportador del exterior). Sólo retiene el impuesto a las ganancias ante pagos al exterior de intereses, intangibles y asesoramiento técnico (prevalece la relación del gasto deducible de las ganancias de fuente argentina para el adquirente local).
Claramente el constante traslado de personas humanas hacia países limítrofes con el criterio de territorialidad de la fuente, así como la constante creación de empresas vinculadas del exterior que facturan bienes o servicios al país, erosiona la base imponible de los impuestos argentinos y provoca el traslado de los beneficios a las empresas vinculadas del exterior, las cuales están radicadas en jurisdicciones con regímenes aduaneros de baja o nula tributación. Así, la tenencia de divisas en el exterior a través de las operaciones de comercio exterior agudiza la brecha cambiaria entre el dólar oficial y el dólar paralelo o blue.
En efecto, la tenencia de divisas en el exterior a través de la subfacturación de exportaciones y la salida de divisas al exterior (al tipo de cambio oficial) a través del pago de importaciones sobre facturadas, da lugar a la actividad de canje de cables de entradas y salidas por parte de las cuevas financieras. Quién compra el dólar blue para atesorar en el exterior necesita el cable de salida y quién posee divisas en el exterior a través de operaciones de comercio exterior, puede necesitar el canje de entrada. La ganancia por la brecha entre el dólar oficial y el dólar blue, es compartida entre con los intermediarios (cuevas). 
Esta situación afecta las Finanzas Públicas de cada nivel de gobierno (nacional, provincial y municipal) quienes cada vez toman mayor cantidad de gastos públicos a su cargo, y reciben menos recursos tributarios. El Estado debe cubrir el déficit fiscal con emisión monetaria y con endeudamiento. La imposición se traslada de lo mobiliario a lo inmobiliario, y de la renta al consumo. Aumenta la presión tributaria en la economía formal y no se pueden combatir con éxito los delitos económicos complejos de evasión, lavado y cohecho. 
Esos delitos económicos surgen de las ventas no registradas en la cadena de comercialización que termina en el consumidor final, y del agregado de facturas falsas en empresas privadas contratistas del Estado y en el propio Estado. Nuestra legislación punitiva aún no castiga a quién emite facturas falsas. Además de las usinas de facturas, son fuente de facturas falsas los Monotributistas y quienes sustituyen los ingresos que no facturaron a otros clientes reales ([endnoteRef:15]). Sólo se castiga al usuario privado de facturas falsas (evasor), y no a su emisor (lavador). [15: () Casos de facturas emitidas por estaciones de servicios de combustibles, corralón de materiales de construcción, vendedores mayoristas y minoristas de alimentos, bebidas, artículos de farmacia, perfumería, librería, indumentaria, y de todos los bienes y servicios que, por no facturarse a los verdaderos clientes, dan lugar a la emisión de facturas falsas a quienes necesitan registrar gastos y extraer el dinero bancario.] 

3.4.1. La falta de equidad y de programas de integridad en el Estado. 
Nuestro sistema tributario federal de caracteriza por la falta de control fiscal de la evasión y el lavado, y también por la inequidad en la distribución de la carga tributaria. No pagan el impuesto a las ganancias los miembros del poder judicial, ni los miembros del poder ejecutivo con funciones asimilables al poder judicial, ni los miembros del poder legislativo ([endnoteRef:16]). Los servicios de salud y de hotelería de los sindicatos compiten con los servicios privados, y sólo los privados están gravados con el IVA y con el impuesto a las ganancias.  [16: () En el poder judicial sólo pagan quienes ingresaron a partir del 1/1/2017, pero la base imponible para el pago fue reducida por el Consejo de la Magistratura. Los Tribunales Fiscales, de Cuentas, y de Faltas que dependen del poder ejecutivo tampoco pagan porque sus funciones se asimilan a las del poder judicial. El presidente de cada poder legislativo tiene facultades para establecer la base imponible para el pago] 

Las leyes de blanqueo y moratoria permiten sincerar el IPNJ sin preguntar el origen de los fondos. Para el sector privado es imposible competir con las empresas que en forma directa o indirecta se vinculan a funcionarios públicos o a dirigentes gremiales. Desde la década de 1970 el déficit fiscal es casi ininterrumpido en Argentina ([endnoteRef:17]). Siempre se cumplió con las pautas internacionales de control de la inversión extranjera. Pero aún no se castigó el delito de evasión, lavado y cohecho de los funcionaros públicos, en connivencia con los contratistas del Estado. [17: () Sólo el efecto del “rodrigazo” en la década del 70, del lanzamiento del “plan austral” en la década del 80, de la “entrada a la convertibilidad” en la década del 90 y de la “salida de la convertibilidad” en la década de 2000, hizo que 50 años tuviéramos sólo 6 o 7 años de superávit fiscal. En los años restantes el déficit fiscal fue cubierto con emisión monetaria o con endeudamiento externo. ] 

Uno de los principales aspectos a resolver en el país es el mecanismo de corrupción que protagonizan el funcionario público infiel con el proveedor amigo (contratista del Estado). Las compras con sobreprecio y retorno son un grave problema institucional a resolver que proviene desde hace muchos años y que ha dado lugar a causas mediáticas de gran repercusión, tales como “Mani Pulite” (Italia-1992), “Lava Jato” (Brasil-2014), y “Cuadernos” (Argentina-2018). 
El Estado argentino debiera adoptar los Programas de Integridad previstos en los Arts 22 y 23 de la Ley 27.401, para controlar a los funcionarios públicos que aprueban el pago de facturas falsas, o las compras con sobre-precios y retornos para su partido político o su patrimonio personal o familiar. Ante el primer acto de corrupción debiera separarse al funcionario del cargo –sin excepciones- hasta que su situación sea aclarada en sede judicial. 
Si no hay un compromiso firme de “tolerancia cero” a la corrupción, es imposible que las empresas privadas locales o extranjeras inviertan en el país asumiendo un riesgo empresario. Es imposible competir desde la iniciativa privada con empresas de allegados a los funcionarios públicos que han acrecentado su fortuna gracias al saqueo al Estado y a no pagar los Impuestos. Las reglas claras para los inversores y la integridad y la ética de los funcionarios públicos, debiera ser un requisito a contemplar en los poderes ejecutivo, legislativo y judicial. 
3.4.2. La constante adaptación de Argentina al contexto internacional.
Desde 1978 hasta el presente Argentina suscribió 20 CDIs que se encuentran vigentes. En 2003 se dispuso que cuando los fondos provengan de Jurisdicciones BONT, se considerará que los mismos constituyen incrementos patrimoniales no justificados (IPNJ) para el tomador o receptor local. Entre 2008 y 2015, se denunciaron y re-negociaron 4 CDIs, porque los mismos generaban una tributación inadecuada en Argentina, o generaban el traslado de beneficios al otro país contratante, e incluso podían generar una “doble no tributación” internacional. 
Así, Argentina denunció el CDI con Austria de 1979 (para evitar la exención impositiva de los bonos austríacos), el CDI con España de 1992 (para impedir el uso abusivo del régimen ETVE), el CDI con Suiza de 1997 (porque no preveía el intercambio de información fiscal y financiera), y el CDI con Chile de 1976 (porque para invertir en Argentina se interponían las sociedades plataforma chilenas). Todos los CDIs fueron renegociados de acuerdo a los Modelos OCDE o ONU, con intercambio de información. Se cumplió con la equidad tributaria internacional.
La facultad de la AFIP para intercambiar información con el exterior surge del Art 101 de la Ley 11.683. La AFIP ha suscripto aproximadamente 30 Acuerdos bilaterales de intercambio de información tributaria (Modelo OCDE o Modelo CIAT). También ha suscripto los Acuerdos OCDE con 193 jurisdicciones para el Intercambio Automático de Información sobre Cuentas Financieras (CRS), para el Intercambio de Información País por País (CBC report), para la revisión bilateral por pares (peer review), y para combatir el cohecho de servidores públicos extranjeros.
En 2017 se incorporan normas sobre la gravabilidad de las inversiones internacionales (rentas pasivas devengadas y ganancias de capital). También se cumplió con las pautas del plan BEPS de la OCDE. Entre ellas se destacan las normas de información de rentabilidad de los intermediarios. Se dispone que cuando en las operaciones de importación o exportación interviene un intermediario internacional (trader), se deberá acreditar que su remuneración se relaciona con los riesgos asumidos, las funciones ejercidas y los activos involucrados.
También se prevé el control de operaciones entre las filiales locales y sus controlantes del exterior (definición de Establecimiento Permanente, retención sobre utilidades distribuidas, capitalización exígua y disposición de fondos). Se disminuyó la tributación empresaria y se agregó la retención sobre dividendos:
	 
	H/ 2017
	2018-2020

	Alícuota del IG en Argentina: 
	35%
	30%

	Ret s/Divid. a PH del país y a BE:
	Ret s/Exceso
	7%


Se agregan los informes País por País para las empresas multinacionales (MAPs) y las soluciones de conflictos de precios (APAs o DCPOI). Ante la obtención de ganancias por colocaciones de capital, o por venta de títulos públicos, se previó la gravabilidad para residentes del país (al 15% las ganancias en u$s y al 5% las ganancias en $), y la exención para los residentes del exterior que residan en jurisdicciones cooperantes y cuyos fondos provengan de esas jurisdicciones.   
En 2020 la AFIP obliga a contribuyentes y asesores fiscales a informar las planificaciones fiscales nacionales e internacionales ([endnoteRef:18]). Deben informar el aprovechamiento de los CDIs, las estrategias para evitar la configuración de un EP, la doble no imposición internacional, la locación de bases imponibles en fiscos extranjeros (traders), las operaciones con jurisdicciones BONT, el aprovechamiento de asimetrías legales, la persona o el ente del exterior posea doble residencia fiscal, y los derechos en entes del exterior (fideicomisos, trust, fundaciones, etc).  [18: () RG AFIP 4838 (2020) Arts 3°, 4° y 6° Sitio web AFIP: Régimen de Información de Planificaciones Fiscales. Antecedentes: CAD 6 de la UE (2018) obligación de los intermediarios de informar la planificación fiscal. Acciones BEPS (2015) N° 12. Obligación de los contribuyentes de informar la planificación fiscal. N° 6: Impedir la utilización abusiva de convenios para evitar la doble imposición.
N° 2: Neutralizar los efectos de los mecanismos híbridos. Sentencias del TJUE del 26/2/2019 ante pagos sin retención desde Dinamarca a Luxemburgo; Res N° 185/2017 y N° 2188/2017 del 8/10/2019 del Tribunal Económico-Administrativo Central (TEAC) de España, ante la no retención por aplicación del art 14.1 del Impuesto sobre la Renta de No Residentes a sociedades de Holanda y Luxemburgo. Los beneficiarios finales de las sociedades europeas estaban fuera de la UE.] 

Indica la AFIP que son asesores fiscales los que ayuden, asistan, aconsejen, asesoren, u opinen sobre una planificación, y participen en su implementación. Ahora bien, si los CDIs que dan lugar a abusos son denunciables, las leyes que reducen las bases imponibles son modificables, y la AFIP accede a todas las operaciones internacionales y a los patrimonios del exterior a través de su red de acuerdos de intercambio de información, no parece lógico sancionar a contribuyentes y asesores fiscales por sus “aprovechamientos” de las normas del propio Estado. Sólo están aplicando los tratados internacionales y las leyes locales. 
Cada control a los residentes del exterior tuvo sus razones valederas. Pero el contexto normativo de Renta Mundial en Argentina vs la territorialidad de la fuente en Uruguay, Paraguay, Bolivia y Panamá, sigue siendo la razón por la cual los empresarios argentinos prefieren mudar su residencia al exterior, y operar las empresas del país a través de traders y de empresas off shore ubicadas en zonas francas del exterior. Para dejar de “repeler”, aún con el criterio de la “Renta Mundial”, Argentina debiera lograr el equilibrio fiscal basado en una contribución tributaria equitativa y proporcional, y en un estricto control fiscal de los delitos de evasión, lavado y cohecho.  

4. EQUIDAD Y PROPORCIONALIDAD  
Dr. Marcelo Dominguez

       4.1. Eliminar las exenciones y las alícuotas diferenciales.
       Es necesario diseñar un sistema tributario sencillo y previsible, y que responda a la manda del Art 4° de la Constitución Nacional: “El Gobierno federal provee a los gastos de la Nación con los … derechos de importación y exportación… las demás contribuciones que equitativa y proporcionalmente a la población imponga el Congreso…”. Supongamos que el poder ejecutivo nacional solicita a los profesionales en ciencias económicas un proyecto de sistema tributario equitativo que prevea una tasa proporcional del 15% para todos los tributos que recauda la AFIP (aduaneros-DGA, de la seguridad social-DGRSS, e impositivos-DGI).  
Para dotar de equidad a nuestro sistema tributario deben derogarse todas las exenciones impositivas. Por lo tanto, para que esa tasa proporcional del 15% sea aplicada a los tributos aduaneros, de la seguridad social, y a los impuestos al consumo, a la renta, y a las transacciones en efectivo, deben derogarse todas las exenciones objetivas y subjetivas. Sólo con un sistema de tasa proporcional y sin exenciones nos puede acercar al deseado equilibrio fiscal. Este hipotético sistema tributario equitativo y proporcional, requiere de la incorporación de las siguientes reformas a la legislación vigente:
1) Tributos Aduaneros:
a- todos los bienes importados tienen un arancel aduanero del 15%, 
b- todos los productos exportados tienen una retención del 15%, 
c- todo mes de demora en liquidar divisas de exportación gravadas al 1% mensual, hasta el mes anterior al que se liquide.
(Con este esquema, todos los que operan en comercio exterior deben pagar los tributos aduaneros, incluso el Estado y las entidades exentas. Asimismo, ante las exportaciones e importaciones de servicios los Bancos liquidan el tributo del 15 %, y ante el atraso en la liquidación de divisas por el exportador los Bancos debitan el 1% mensual).
La tasa única y sin excepciones permite a la AFIP-DGA controlar la balanza comercial y permite al BCRA controlar la balanza de pagos. Si se quiere beneficiar una importación (por ejemplo, de medicamentos), puede devolverse el tributo al importador. Si se quiere fomentar una exportación (por ejemplo, de automotores), puede devolverse el tributo al exportador. La clave es aplicar el tributo aduanero a todos los sujetos, a todos los bienes y servicios, y a todas las demoras en liquidar las divisas de exportación. Asimismo, el importador de bienes o servicios podrá ordenar a la entidad bancaria pagadora que el tributo a la importación sea descontado de los pagos que se realizan al exportador del exterior, como en Brasil ([endnoteRef:19]).  [19: () BRASIL - los bancos brasileños pagadores de servicios al exterior retienen el 15% aprox. en concepto de tributos internos CIDE, ISS, y PIS/Cofins.
] 

2) Tributos de la Seguridad Social:
a- todos los aportes de la seguridad social son del 15%, 
b- todas las contribuciones de la seguridad social son del 15%, 
(Con este esquema, todos deben pagar aportes y contribuciones, incluso los jubilados y pensionados y los Monotributistas y autónomos por su escala), 
La tasa única y sin excepciones permite a la AFIP-DRSS controlar los ingresos al sistema previsional y a la ANSES controlar las prestaciones previsionales. La aplicación de descuentos y contribuciones también a los jubilados y pensionados es la clave del éxito de un sistema de reparto equitativo y sustentable. Es decir, todos los ingresos personales de las personas activas y pasivas deben estar sujetos a aportes y contribuciones previsionales, y todas las prestaciones que reciben los pasivos deben resultar acordes a sus aportes durante su vida activa. 
3) Tributo al Consumo (IVA):
a- la alícuota del IVA es del 15% para todos los bienes y servicios,
b- la alícuota del Monotributo es del 15% de ingresos de su escala,
(Con este esquema, sólo quedan exentos de IVA los sueldos y los tributos a todos los niveles de gobierno. El Estado y los inscriptos en IVA retienen el 15% a los Monotributistas, y esa retención se toma a cuenta del Monotributo mensual).
Todas las compras y las ventas de bienes muebles, servicios y construcción debieran estar gravadas por el IVA a la misma alícuota del 15% y sin excepciones. Sólo el pago de sueldos y de tributos debiera quedar fuera de los CF de IVA. Las cooperativas, las entidades religiosas, las fundaciones y asociaciones civiles (incluso con objeto gremial, de salud, educación, asistencia social y partidos políticos), deben estar gravados con el IVA (y también por el IG). Toda importación debiera estar gravada con el IVA al 15% (además del tributo aduanero al 15%). Sólo los RI en IVA tomarán el IVA como CF. Para el resto de los importadores, el 15% de IVA será mayor costo del bien o del servicio importado. Toda exportación debiera estar gravada con el IVA al 15% (además del tributo aduanero al 15%). El mito de evitar la exportación de impuestos es inaplicable en un sistema de tipo de cambio único como el que debe regir. Los exportadores deben recuperar los CF de sus compras a través de los DF incluidos en las exportaciones.  
4) Tributo a la Renta (IG)
a- la utilidad de las empresas (CUITs 30/33/34), gravadas por el IG al 15%,
b- la utilidad de personas humanas (CUITs 20/23/27), gravadas por el IG al 15%, 
(Con este esquema, quedan sujetas al IG todas las personas humanas, incluso cargos públicos, jubilados, inversionistas, rentistas. Los Monotributistas incluyen el IG en su impuesto integrado del 15% sobre la escala. Para las restantes personas el IG pasa a calcularse sobre la diferencia patrimonial –teoría del balance- y no sobre las rentas habituales –teoría de la fuente productora-),
Todas las empresas deben estar gravadas a la tasa del 15%. En el caso de las empresas, si luego de pagar el 15% del IG distribuyen utilidades, retienen el 15% de IG a los titulares de su capital. La clave es que no haya entidades exentas del IG, salvo el Estado. Las cooperativas, las entidades religiosas, las fundaciones y asociaciones civiles (incluso con objeto gremial, de salud, educación, asistencia social y partidos políticos), deben estar gravados con el IG (y también por el IVA). La diferencia de estas entidades con las que tienen fines de lucro, será que las entidades que no tienen fines de lucro no retendrán el 15% del IG sobre la distribución de utilidades (porque no pueden distribuir utilidades). El IG, el IVA y las retenciones a Monotributistas es la única manera de controlar la evasión, el lavado y el cohecho, sobre todo cuando esos delitos se derivan de la emisión y el uso de facturas falsas. La clave es que no haya exenciones.
Todas las personas humanas pueden estar gravadas al 15%, sobre los ingresos que superan el mínimo no imponible. Para todos los dependientes (incluso para todos los cargos públicos de los poderes ejecutivo, legislativo y judicial), la retención a cargo del pagador será del 15%. Para el autónomo y para el dependiente rentista, la ganancia surgirá por diferencia patrimonial. La escala progresiva actual puede reemplazarse por la alícuota proporcional del 15%. El Monotributista estará sujeto al 15% del máximo de su escala, por todos los ingresos facturados. Debe presumirse que los ingresos no facturados por los Monotributistas, no son sus ingresos. Sólo está lavando ingresos de otro. Todas las personas humanas (CUITs 20/23/27) con ingresos ajenos a la relación de dependencia o jubilación, deben presentar DJ del IG para informar su evolución patrimonial. Los ingresos del año que no provienen del Monotributo (con pago mensual), están gravados al 15% para todas las personas humanas por diferencia patrimonial (se aplica el 15% sobre los ingresos anuales destinados al aumento patrimonial o al consumo anual).    
5) Tributos a la Transacciones en Efectivo: 
a- todos los depósitos bancarios en efectivo están gravados al 15% 
b- todos los retiros de efectivo de los bancos están gravados al 15%
c- todos los pagos en efectivo por fuera de los bancos están gravados al 15%,
d- todos los cobros en efectivo por fuera de los bancos están gravados al 15%,
(Con este esquema sólo quedan exentas de este impuesto las transferencias bancarias y los depósitos de cheques por parte de su primer destinatario, al que debe identificarse con CUIT). 
Es imposible controlar la marginalidad sin la bancarización total de la economía. Además, debe lograrse el control de la trazabilidad de los fondos. La clave es desalentar todos los movimientos en efectivo y todos los endosos y las cesiones de cheques. Si el cheque es depositado por el endosatario o cesionario, ese depósito queda gravado al 15%, para todos los depositantes, incluso para el Estado, los Agentes de Bolsa, las Mutuales, las Cooperativas, y todas las SA y SRL que funcionan como cuevas financieras no bancarias. No pueden existir más los terceros que prestan servicios de cobranzas y pagos a terceros utilizando cuentas bancarias distintas a la del pagador y el cobrador. Todos los cobradores deben exigir que los pagos sean por transferencia desde las cuentas de los pagadores. Quién acepta transferencias de un tercero distinto al cliente o deudor, queda sujeto al impuesto del 15%. Si el emisor del cheque lo rescata pagando en efectivo, también queda gravado al 15% porque pagó en efectivo.
6) Tributo al Patrimonio (IBP) 
a- todos los patrimonios en el país quedan gravados con el IBP al 1% anual. 
b- todos los patrimonios en el exterior quedan gravados con el IBP al 1% anual.
(Con este esquema, en todos los patrimonios del país cuyos titulares sean personas humanas (CUITs 20/23/27) o empresas y entidades (CUITs 30/33/34), los inmuebles deben estar valuados a precio de mercado conforme el OFeVI (organismo 2018), y sin exenciones para los inmuebles rurales, ni para los bienes de Tierra del Fuego),
Los bienes registrables locales están gravados por impuestos y tasas nacionales, provinciales y municipales. La tasa del 1% para lo que supera el mínimo exento permite el control patrimonial nacional. Debe solicitarse en forma urgente al OFeVI (organismo creado en 2018), que determine la VF de los inmuebles en todo el país, a valores relacionados a los de mercado. La tasa del 1% para los bienes en el exterior, sin mínimo exento, es una tasa de control patrimonial internacional (en su caso, con el pago a cuenta del impuesto patrimonial análogo pagado en el exterior).    
7) Tributo a los bienes no declarados o no justificados:
a- todo incremento patrimonial en el país o en el exterior detectado por la AFIP y originado en años no prescriptos (por incorporación o revalúo de bienes o por detracción de un pasivo, de un aporte, o de una donación inexistente), debe gravarse al 15% (ya sea que el bien esté en el país o en el exterior). Se trata de bienes relacionados con fondos no declarados o no justificados y por los cuales se evadió el IVA y el IG. La posibilidad de blanqueo al 15% debe ser permanente.
b- todo incremento patrimonial en el país o en el exterior detectado por la AFIP y originado en años no prescriptos (por incorporación o revalúo de bienes o por detracción de un pasivo, de un aporte, o de una donación inexistente), debe gravarse al 5%, tanto si el bien incorporado está en el país o en el exterior. Se trata de bienes relacionados con la omisión del IBP por 5 años. La inacción de la AFIP en detectar el bien no puede afectar la seguridad jurídica del contribuyente evasor durante años ya prescriptos.
Las posibilidades de los cruces sistémicos por parte de la AFIP-DGI, sobre la base de la CUIT/NIF de los titulares de bienes registrables en el país y en el exterior, hace que cada detección fiscal tenga una solución de blanqueo inmediato. Lo mismo ocurre con el menor valor del activo que el contribuyente quiera revaluar o sincerar a los fines impositivos (disponibilidades, créditos, bienes de cambio, bienes de uso, inversiones, intangibles). El impuesto especial del 15% por revalúo de activos permite sincerar patrimonios en forma permanente a los fines impositivos.  
       4.2. Contribuir en forma equitativa y proporcional por toda la población.
Con independencia de las alícuotas aplicables, la propuesta es que toda la población argentina contribuya en forma equitativa y proporcional con los gastos del Estado. La estructura de la AFIP basada en tributos aduaneros (DGA), de la seguridad social (DGRSS) y al consumo, la renta y el patrimonio (DGI), es la base de esta propuesta. La AFIP debe inscribir en el IVA y en el IG a todos los CUITs 30/33/34 (entidades), y debe inscribir en el IVA y el IG, o bien en el Monotributo mientras sus ingresos no superen el límite, a todos los CUITs 20/23/27 (menos las personas humanas con CUIL, con ingresos sólo del trabajo personal, y no pasibles de la retención del 15%),  
Es una tarea sencilla para los profesionales en ciencias económicas proponer una reforma integral a las leyes tributarias vigentes (aduaneras, previsionales e impositivas), para eliminar todas las exenciones y unificar las alícuotas en el 15%. También es una tarea sencilla para la AFIP establecer tramos de escalas del Monotributo para aplicar el 15% del impuesto integrado más el 15% del componente previsional, y establecer escalas de autónomos para aplicar el 15% previsional (se debe contemplar en la escala del pago de autónomos los sueldos que percibe el director-empleado sin el componente previsional).
Por su parte, es una tarea sencilla para todos los departamentos de liquidación de haberes de las entidades privadas, los organismos públicos y la ANSES, establecer los aportes previsionales del 15%, las contribuciones del 15% y las retenciones del IG del 15%, para todos los dependientes, cargos públicos y jubilados y pensionados, Todos saben que los aportes y contribuciones son sobre el sueldo bruto y la retención del IG es sobre el sueldo neto de aportes previsionales y a la OS. Lo importante es que no haya “conceptos no remunerativos”, ni “conceptos exentos del IG”, ni alícuotas diferenciales por actividad, ni por zona geográfica, ni por nuevo empleo. Esto debe estar acompañado con la libertad total de contratación y de despido, sin costo adicional alguno para el empleador público o privado. 
En comercio exterior, los importadores RI en IVA pagarán el IVA CF del 15% y tributos aduaneros del 15%. Asimismo, los compradores en el exterior que no sean RI en IVA, pagarán los mismos conceptos, pero para ellos será costo. Todos los exportadores deben ser RI en IVA. Las exportaciones estarán sujetas al IVA del 15%, a las retenciones aduaneras del 15%, y al impuesto adicional del 1% mensual ante la demora en liquidar las divisas de exportación. Todas las operaciones de comercio exterior son al tipo de cambio oficial único y sin desdoblamiento cambiario. 
La generalización del IVA implica que todas las entidades con CUITs 30/33/34 hoy exentas, deban liquidar el IVA. Los consorcios de PH deben liquidar las expensas con IVA, los colegios y las universidades privadas deben cobrar las cuotas a los alumnos con IVA, las cuotas de medicina prepaga son con IVA, las cuotas de las obras sociales sindicales y de los aportes sindicales son con IVA, las cuotas de los colegios y consejos profesionales son con IVA, y todos los servicios que recibe el Estado (incluso alquileres de inmuebles) son con IVA. Además, todos los bienes están gravados con IVA (incluso los medicamentos, la leche, el pan, el agua, etc). 
El Impuesto del 15% a las transacciones en efectivo es para todos los movimientos bancarios en efectivo, incluso para los retiros de efectivo de los cajeros automáticos por todas las personas humanas, sin excepción. Si los cajeros avisan a los usuarios que “el retiro en efectivo tiene un impuesto del 15%” y que ese impuesto no se cobra si ellos pagan con tarjeta de débito, o transferencia o cheque, todos los comercios y todos los prestadores de servicios tendrán un post-net y una cuenta bancaria habilitada. Además, si los comerciantes monotributistas deben facturar todas las ventas y servicios cobrados por banco, la permanencia en el Monotributo dejará de ser un escondite para los que no son tan pequeños. 
Pasar del Monotributo a ser RI en IVA, RI en IG y autónomo, implicaría dejar de pagar el 15% impositivo más el 15% previsional en el Monotributo, a comprar y vender con IVA del 15%, gravar la utilidad con el 15%, y pagar el 15% previsional en autónomos. En actividades con poco valor agregado, la incidencia final de IVA y del IG será menor al 15% del Monotributo sobre los ingresos. Por su parte, la diferencia entre una entidad sin fines de lucro (fundaciones, sindicatos, etc), y una entidad con fines de lucro (SA o SRL), es que la primera sólo está gravada con IVA al 15% y con IG al 15% y la segunda debe agregar a esos conceptos el 15% de retención del IG, cuando distribuye las utilidades a sus titulares.   
Entiendo que los miembros de los poderes judicial, legislativo y ejecutivo de todos los niveles de gobierno no podrían oponerse a pagar el IG del 15% cuando sus remuneraciones superan las deducciones personales. Tampoco lo harán los sindicatos de empleados bancarios, petroleros o camioneros, por mencionar a los más incididos por la retención del IG sobre sus sueldos. Los jubilados y pensionados también estarán sujetos a los descuentos de aportes del 15% (hasta ahora no lo estaban) y a las retenciones del IG del 15%. La base más sólida de un sistema de reparto real es que todos aporten al sistema previsional, aún las personas pasivas. Si lo que reciben en mano es digno, esos descuentos serán secundarios.
Los exportadores pueden invocar su eterno rechazo a la “exportación de impuestos”, ante la propuesta de gravar las exportaciones con el IVA (hasta ahora las exportaciones están exentas del IVA). Pero un tipo de cambio único y competitivo les permitirá absorber el IVA que deben pagarle a los productores y a los fabricantes locales. Incluso los fabricantes locales podrán pensar en la sustitución de importaciones si tienen previsibilidad en la política fiscal y cambiaria. En definitiva, toda la población podrá advertir que el 15% del IG incide en sus ingresos y que el 15% del IVA incide en las expensas, en las cuotas de colegio, en las cuotas médicas, etc. Si la población sólo opera a través del banco, no estará sujeta al 15% sobre el efectivo. Sólo pagará el IBP si su patrimonio es relevante. 
Es importante que la población conozca que lo que provoca su obligación de contribuir con el estado es su nivel de renta, de consumo y de patrimonio. La mayoría de las personas humanas no pagarán el IG ni el IBP. Sólo serán empleados o Monotributistas. Pero toda la población debe pagar el IVA contenido en los bienes y servicios que se adquieren en el país o en el exterior. El IVA no puede contener exenciones ni alícuotas diferenciales. Los precios de pan, agua, leche, medicamentos y libros no son menores por estar exentos del IVA. Todos los productores agropecuarios deben ser RI en el IVA (no les será conveniente permanecer en el Monotributo mensual, aunque puedan hacerlo por sus bajos ingresos anuales). Las exenciones y las alícuotas diferenciales distorsionan el IVA. El sistema tributario debe funcionar “sin exenciones” y con tasa única en el IVA. 


5. RESUMEN 

Fomento a la Inversión: Las finanzas públicas de la Argentina están desequilibradas. El cotejo del estado de los sistemas en funcionamiento con los principios básicos fundamentales lo muestran claramente. Solo se podría discrepar en la magnitud. El costo impositivo argentino es de los más altos a nivel mundial, lo que reduce la tasa de retorno de los proyectos de inversión, en un marco de incertidumbre muy marcada, por lo cual, solo los proyectos de altísimo valor presente justifican su desarrollo en el país.
En lo que respecta estrictamente a los temas planteados, para reducir el costo impositivo incentivando la inversión, se propone:
-Establecer el ajuste impositivo por inflación, sin limitaciones en su cómputo anual y eliminar la tasa de inflación como disparador de su aplicación.
-Permitir la compensación de quebrantos a futuro sin limitaciones temporales, ni en cuanto a su integridad monetaria.
-Sacar de la categoría de específicos a todos aquellos quebrantos de fuente argentina generados en mercados transparentes.
-Permitir el cómputo de los créditos fiscales por la compra de bienes de uso en el Impuesto al Valor Agregado, dentro del “segundo párrafo”
-Profundizar el federalismo y permitir la compensación entre los créditos fiscales originados en impuestos nacionales y provinciales, con “clearing” en la coparticipación federal mensual.
Residencia Fiscal: Los países que “atraen” residentes son los que han adoptado el criterio de territorialidad de la fuente en su Impuesto a las Ganancias (Uruguay, Paraguay, Bolivia y Panamá), y los países que “repelen” residentes son los que adoptaron el criterio de la “Renta Mundial” para gravar a sus residentes (Argentina). Cuando se pierde la condición de residente argentino se solicita la baja de la CUIT. Las personas que emigran pero luego regresan a su país de origen, pueden tener “doble residencia”. Esto se soluciona con “reglas de descarte”, las cuales culminan con la cantidad de días que la persona permaneció en cada país en el año. En países europeos y en EEUU se prevén “impuestos de despedida” aplicables a los migrantes. En Argentina no se aplican esos impuestos. La AFIP sólo verifica la consistencia de las DDJJ del IG y del IBP por los años no prescriptos.
El alcance del acuerdo Argentina-Uruguay de 2012 prevé la regla para resolver la “doble residencia”, pero no resuelve la eventual negativa de la AFIP para aceptar la pérdida de la residencia argentina del potencial migrante. Los residentes en Uruguay con ahorros en bancos internacionales (Ej de EEUU o de Suiza), quedan exonerados del impuesto a la renta y al patrimonio de Uruguay. Cuando los bancos internacionales les solicitan certificados de residencia fiscal, los mismos se otorgan por la DGI uruguaya.
Para que Argentina resulte atractiva para los inversores locales e internacionales, debiera exhibir equilibrio fiscal, otorgar seguridad jurídica, solucionar los problemas de falta de equidad tributaria, e incorporar programas de integridad en el Estado. Argentina ha aplicado constantemente las recomendaciones de la OCDE (CRS, BEPS, etc). Las próximas medida tributarias que se adopten debieran simplificar el sistema tributario y cumplir con los principios constitucionales de equidad y de proporcionalidad (CN Art 4).   
Equidad y Proporcionalidad: Debieran evaluarse medidas que simplifiquen el sistema tributario y que cumplan con los principios constitucionales de equidad y de proporcionalidad (CN Art 4). Para que toda la población contribuya con el Estado debieran eliminarse todas las exenciones en las leyes tributarias y, además, debieran adoptarse medidas eficientes para bancarizar la economía.   
Conclusión: Creemos qué dada la emergencia, no podemos postergar más las reformas necesarias que hagan del impuesto una expresión moderna, a la altura de las corrientes de pensamiento actuales, que permita a Argentina competir y resultar atractiva. Esto requiere entre otras cosas bajar alícuotas, diferenciar aún más la tributación de las Pymes. Con respecto a la inversión proponemos que se la proteja e incentive otorgando beneficios fiscales del tipo de depreciación acelerada u otros que resulten adecuados para reducir las tasas efectivas del impuesto.
Resulta urgente y necesario además, que las rentas gravadas por el tributo resulten aquellas comprendidas en el objeto del gravamen. Esto es, que se graven “rentas, beneficios o enriquecimientos…”. Para lograrlo hay que hacer una aplicación plena y armónica de la ley, contemplando las sabias previsiones que contiene para evitar el impacto de la inflación sobre las rentas. De lo contrario la expresión de la base de imposición será cualquier otra, pero no la que ordena el mandato jurídico contenido en el artículo segundo. Es decir que si no se corrigen los resultados por inflación podemos estar frente al absurdo de gravar pérdidas económicas, convertidas por efecto de la inflación en ganancias gravadas. Para lograr esto simplemente debemos aplicar la ley tal como está escrita en todas sus partes, aplicar el ajuste por inflación, actualizar los quebrantos y las amortizaciones plenamente.
Creemos que llegó el momento para el Estado de abandonar la tendencia Keynesiana que viene aplicando desde hace casi un siglo, esto es, obra pública para favorecer la reactivación. Ese gasto publico ahorrado debería sea destinado a las medidas que proponemos. Creemos que, con estas reformas y un marco de seguridad jurídica y económica, lograremos quebrar las tendencias declinantes que mostramos en este trabajo. 
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Figure 1.4. Real GDP growth in OECD and selected countries
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1. With growth in Ireland computed using gross value added at constant prices excluding foreign-owned multinational enterprise dominated
sectors.
Source: OECD Economic Outlook database.
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Figure 1.8. Gross fixed capital formation growth in OECD countries and selected countries
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Figure 2.1. Tax revenues as a share of GDP by country in 2018
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Note: For Australia, Japan and South Africa, 2017 data is used. Korea has revised its GDP figures and expects a decrease in tax-to-GDP ratios
for 2017 and 2018 compared to the figures included in the 2019 edition of OECD Revenue Statistics.
Source: OECD Global Revenue Statistics Database.




image7.png
$50.000

$45.000

$40.000

$35.000

$30.000

$25.000

$20.000

$15.000

$10.000

$5.000

50

1980

Estados Unidos

Alemania
Japin
Francia

Argentina

1985 1990 1995 2000 2005 2010




image8.tiff
il Crecimiento del PIB (% an... Buscar datos Q -

Crecimiento del PIB (% anual) - Argentina

Datos sobre las cuentas nacionales del Banco Mundial y archivos de datos sobre cuentas nacionales de la OCDE.

Linea Columna Mapa i Mostrar también < Compartir @ Detalles
%
. ETIQUETA
10 hd . H .
R o=0mo .

. - . \/

6 A \

4 / i ! .

N .

. / _

0 H

2 d

-4

6 :

-8
-10
12

1965 1970 1975 1980 1985 1990 1995 2000 2005 2010 2015

1961 - 2019 e ——————————————————




image9.png
Renta Mundial

Renta
Mu

Renta
Mundial

Renta
Mundial





image1.png
Figure 1.1. Global activity aeclinea abruptly in the nrst quarter or 2020
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